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ÍNDICE 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS PÁG. 4 

 

Artículo primero. Modificación del Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo. Se 
introducen las siguientes modificaciones en el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo:  

Uno. Se modifica el apartado 10 del artículo 25, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 25. Suspensión del acto impugnado. 

PÁG. 8 

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 42, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 42. Efectos de la concesión o de la denegación de la suspensión. 

PÁG. 9 

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 44, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 44. Suspensión con prestación de otras garantías. 

PÁG. 10 

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 46, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 46. Suspensión por el tribunal económico-administrativo. 

PÁG. 10 

 
Artículo segundo. Modificación del Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 
de julio.  
Se introducen las siguientes modificaciones en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, 
de 29 de julio:  

Uno. Se modifican los apartados 1 y 7 del artículo 40, que quedan redactados de la siguiente 
forma:  
Artículo 40. Pago en especie. 

PÁG. 12 

Dos. Se modifica el apartado 4 del artículo 52, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 52. Resolución de solicitudes de aplazamientos y fraccionamientos. 

PÁG. 14 

Tres. Se modifica el apartado 5 del artículo 56, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 56. Compensación a instancia del obligado al pago. 

PÁG. 15 

 
Artículo tercero. Modificación del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección 
tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por 
Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio.  
Se introducen las siguientes modificaciones en el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 
inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por 
Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio:  

Uno. Se modifican los apartados 4 y 6 y se añaden los apartados 7 y 8 al artículo 3, que quedan 
redactados de la siguiente forma:  
Artículo 3. Formación de los censos tributarios en el ámbito de competencias del Estado. 

PÁG. 16 

Dos. Se añade un número 10º a la letra b) del artículo 5, con la siguiente redacción, pasando 
los actuales números 10º y 11º a numerarse como 11º y 12º, respectivamente:  
Artículo 5. Contenido del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. 

PÁG. 19 

Tres. Se añade la letra v) al apartado 3 del artículo 9, con la siguiente redacción:  
Artículo 9. Declaración de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. 

PÁG. 19 

Cuatro. Se modifican las letras h), k) y t) y se añade una letra u) al apartado 2 y se añade una 
letra f) al apartado 4, del artículo 10, que quedan redactadas de la siguiente forma:  

PÁG. 21 
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Artículo 10. Declaración de modificación en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. 

Cinco. Se modifica el apartado 3 del artículo 39, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 39. Obligación de informar acerca de valores, seguros y rentas. 

PÁG. 23 

Seis. Se introduce un nuevo artículo 39 bis con la siguiente redacción:  
«Artículo 39 bis. Obligación de informar sobre saldos en monedas virtuales.  

PÁG. 24 

Siete. Se introduce un nuevo artículo 39 ter con la siguiente redacción:  
«Artículo 39 ter. Obligación de informar sobre operaciones con monedas virtuales. 

PÁG. 25 

Ocho. Se modifican el apartado 3 y la letra c) del apartado 4 del artículo 42 ter, que quedan 
redactados de la siguiente forma:  
Artículo 42 ter. Obligación de información sobre valores, derechos, seguros y rentas depositados, 
gestionados u obtenidas en el extranjero. 

PÁG. 26 

Nueve. Se introduce un nuevo artículo 42 quater con la siguiente redacción:  
«Artículo 42 quater. Obligación de informar acerca de las monedas virtuales situadas en el extranjero. 

PÁG. 28 

Diez. Se modifican los apartados 1, 3 y 4 del artículo 59, que quedan redactados de la siguiente 
forma:  
Artículo 59. Criterios de atribución de competencia en el ámbito de las Administraciones tributarias. 

PÁG. 29 

Once. Se añade una letra i) al apartado 1 del artículo 74 y se modifica el apartado 3, que quedan 
redactados de la siguiente forma: 
Artículo 74. Requisitos de la certificación de encontrarse al corriente de las obligaciones tributarias. 

PÁG. 30 

Doce. Se modifica el apartado 4 del artículo 79, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 79. Sujetos de la colaboración social en la aplicación de los tributos. 

PÁG. 31 

Trece. Se modifica el apartado 4 del artículo 125, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 125. Terminación del procedimiento de devolución. 

PÁG. 32 

Catorce. Se modifica el apartado 4 del artículo 144, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 144. Actuaciones de comprobación censal. 

PÁG. 32 

Quince. Se modifica el apartado 1 del artículo 145, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 145. Procedimiento de rectificación censal. 

PÁG. 34 

Dieciséis. Se modifican las letras b), c) y d) del apartado 1 del artículo 146, que quedan 
redactadas de la siguiente forma:  
Artículo 146. Rectificación de oficio de la situación censal. 

PÁG. 34 

Diecisiete. Se modifican los apartados 1, 7 y 8 del artículo 147, que quedan redactados de la 
siguiente forma:  
Artículo 147. Revocación del número de identificación fiscal. 

PÁG. 35 

Dieciocho. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 172, que quedan redactados de la 
siguiente forma:  
Artículo 172. Entrada y reconocimiento de fincas. 

PÁG. 37 

Diecinueve. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 188, que quedan redactados de la 
siguiente forma:  
Artículo 188. Tramitación de las actas de disconformidad. 

PÁG. 37 

 

Disposición adicional única. Inclusión, exclusión y publicidad del Registro de extractores de 
depósitos fiscales de productos incluidos en los ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol 
y Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos.  

PÁG. 38 

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de las obligaciones de información sobre 
monedas virtuales.  

PÁG. 38 

Disposición transitoria segunda. Registro de extractores de depósitos fiscales de productos 
incluidos en los ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre 
Hidrocarburos.  

PÁG. 38 

Disposición final primera. Modificación del Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, aprobado por el Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre  
Se modifica el apartado 4 del artículo 18 del Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 
aprobado por el Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, que queda redactado de la siguiente forma: 

Art. 18. Obligación real de contribuir. 

PÁG. 39 

Disposición final segunda. Modificación del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.  

PÁG. 40 
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Se modifica el apartado 3 del artículo 63 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, que queda redactado de la siguiente 
forma:  
Artículo 63. Libro registro de facturas expedidas. 

Disposición final tercera. Modificación del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo.  
Se modifica el apartado 2 del artículo 62 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, que queda redactado de la siguiente 
forma:  

Artículo 62. Autoliquidación e ingreso. 

PÁG. 42 

Disposición final cuarta. Modificación del Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, 
de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, en las materias referentes a los 
incentivos fiscales en la imposición indirecta, la reserva para inversiones en Canarias y la Zona 
Especial Canaria, aprobado por Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciembre.  

Se añade un artículo 50 bis al Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 
modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, en las materias referentes a los 
incentivos fiscales en la imposición indirecta, la reserva para inversiones en Canarias y la Zona 
Especial Canaria, aprobado por Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciembre, con la siguiente 
redacción: «Artículo 50 bis. Aeronaves que contribuyen a mejorar las conexiones de las Islas 
Canarias. 

PÁG. 43 
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I 

La finalidad básica de este real decreto la constituye la incorporación al Derecho positivo de una serie de modificaciones 

reglamentarias a resultas de diversos cambios efectuados a nivel legal por la Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de 

prevención y lucha contra el fraude fiscal, de transposición de la Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016, 

por la que se establecen normas contra las prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento del mercado 

interior, de modificación de diversas normas tributarias y en materia de regulación del juego, modificaciones que inciden en tres 

de los reglamentos de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en concreto: el Reglamento general 

de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado 

por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, 

de 29 de julio, y el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo 

de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por Real Decreto 1065/2007, de 27 de 

julio.  

Adicionalmente, también se modifican el Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, aprobado por el Real 

Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, el Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 

1624/1992, de 29 de diciembre, el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real 

Decreto 439/2007, de 30 de marzo, y el Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen 

Económico y Fiscal de Canarias, en las materias referentes a los incentivos fiscales en la imposición indirecta, la reserva para 

inversiones en Canarias y la Zona Especial Canaria, aprobado por Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciembre 

Este real decreto consta de tres artículos, una disposición adicional, dos disposiciones transitorias y siete disposiciones finales.  

Las normas contenidas en este real decreto encuentran habilitación tanto en remisiones específicas como en las habilitaciones 

generales contenidas en las distintas normas legales cuyos desarrollos reglamentarios son objeto de modificación, y se dictan al 

amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.14.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia en materia 

de Hacienda general.  

II 

En el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía 

administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, se modifican, mediante el artículo primero de este real 

decreto, diversos preceptos de dicho Reglamento de revisión para reconocer que la reiteración de las solicitudes de suspensión 

no impedirá el inicio del periodo ejecutivo cuando anteriormente se hubiera denegado otra solicitud previa, respecto de la misma 

deuda tributaria. 

III 

En sintonía con la antedicha modificación del Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, el artículo segundo del real decreto modifica diversos preceptos del 

Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, para reconocer que la reiteración 

de las solicitudes de aplazamiento, fraccionamiento, compensación, suspensión o pago en especie no impedirá el inicio del 

periodo ejecutivo cuando anteriormente se hubiera denegado otra solicitud previa, respecto de la misma deuda tributaria.  

IV 

Por lo que se refiere al Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de 

desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por Real Decreto 1065/2007, 

de 27 de julio, se efectúan los cambios que se detallan a continuación, recogidos en el artículo tercero del real decreto.  

En primer lugar, en materia de censos tributarios, se regula la formación del Registro de extractores de depósitos fiscales de 

productos incluidos en los ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos a que 

se refiere el apartado quinto del Anexo de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, que estará 

integrado por las personas o entidades, cualquiera que sea su condición, que extraigan de los depósitos fiscales los productos 

incluidos en los ámbitos objetivos de los citados Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos.  

La inclusión en dicho Registro, que formará parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, se realizará previa 

solicitud del interesado, en la forma prevista para la declaración de alta o de modificación de datos censales.  

Asimismo, se sustituyen las referencias efectuadas al “Registro de exportadores y otros operadores económicos en régimen 

comercial” por “Registro de devolución mensual”, para adecuarlas a la denominación vigente. A su vez, la citada Ley 11/2021, 
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de 9 de julio, ha modificado la regla de valoración de los seguros de vida en el Impuesto sobre el Patrimonio, estableciendo para 

determinados supuestos su valoración por el importe de la provisión matemática.  

Este cambio en la regla de valoración exige modificar la obligación informativa que atañe a las entidades aseguradoras en 

relación con los seguros de vida. 

En consonancia con la citada modificación resulta necesario igualmente modificar en el mismo sentido la obligación de informar 

de los seguros de vida o invalidez de los que se sea tomador y de las rentas vitalicias o temporales de las que se sea beneficiario 

contratados con entidades establecidas en el extranjero, de manera que la regla de valoración de los citados seguros y rentas 

sea la misma, aunque en este caso sea el tomador o beneficiario el que suministre la información.  

Asimismo, la aludida Ley 11/2021, de 9 de julio, ha modificado la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta 

de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 

Residentes y sobre el Patrimonio, para establecer nuevas obligaciones informativas relativas a la tenencia de monedas virtuales 

y a las operaciones que se efectúen con aquellas, con el objeto de mejorar el control tributario de los hechos imponibles que 

puedan derivarse de dicha tenencia u operativa.  

El establecimiento de las citadas obligaciones informativas exige un desarrollo normativo que, por un lado, concrete el contenido 

de la información a suministrar, sin perjuicio de que la orden ministerial que apruebe el modelo de declaración correspondiente 

detalle con precisión dicho contenido, y, por otro lado, determine algunas reglas de valoración necesarias para que el suministro 

de la información pueda efectuarse en la moneda de curso legal.  

Además, se desarrolla reglamentariamente la obligación de informar acerca de las monedas virtuales situadas en el extranjero.  

Con el fin de favorecer la eficiencia administrativa se modifican los criterios de atribución de competencias en el ámbito de las 

Administraciones tributarias.  

Se especifica que en los acuerdos de colaboración social suscritos por la Administración tributaria se deberán recoger las 

consecuencias de su incumplimiento.  

Se modifica la normativa relativa a la liquidación de intereses de demora a favor de los obligados tributarios en el caso de las 

devoluciones tributarias acordadas en el procedimiento de inspección, aclarándose que en el cómputo del período de devengo 

no se tendrán en cuenta los supuestos de extensión del plazo que concurran en dichos procedimientos.  

Respecto al régimen de la revocación del número de identificación fiscal se reconoce que la misma se podrá efectuar en otras 

actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos, no solo en las actuaciones de comprobación censal. Por otro lado, 

se reconoce una nueva causa de revocación de dicho número en caso de incumplimiento durante cuatro ejercicios consecutivos 

de la obligación de depositar las cuentas anuales en el Registro Mercantil que solo se podría rehabilitar si se constata su 

subsanación.  

Como consecuencia de las modificaciones efectuadas en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en relación 

con el régimen jurídico de la entrada en el domicilio constitucionalmente protegido, se introduce una serie de cambios a nivel 

reglamentario. Tales cambios exigen que la solicitud de autorización de entrada en dicho domicilio debe incorporar el acuerdo 

de entrada efectuado por la autoridad competente de la Administración tributaria. Dicho acuerdo también se exigirá para la 

entrada en determinados lugares que no sean el domicilio citado cuando exista oposición.  

Por último, se flexibiliza la formalización del informe ampliatorio en el caso de las actas por disconformidad, de forma que este 

podrá emitirse cuando sea necesario para completar la información de dichas actas.  

V 

Concluye este real decreto con una disposición adicional, dos disposiciones transitorias y siete disposiciones finales. 

La disposición adicional única preceptúa que la inclusión o exclusión de los operadores del Registro de extractores de depósitos 

fiscales de productos incluidos en los ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre 

Hidrocarburos, vendrá referida a uno u otro tipo de productos y será efectiva desde el día siguiente al que se reciba por parte de 

la Administración tributaria la correspondiente declaración.  

Por otra parte, el citado Registro de extractores tendrá carácter público y podrá ser consultado por los titulares de depósitos 

fiscales o por cualquier persona interesada, en todo momento, por vía electrónica para garantizar la seguridad jurídica de los 

obligados tributarios.  
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La disposición transitoria primera determina que la primera declaración relativa a las obligaciones de información sobre monedas 

virtuales se deberá presentar a partir de 1 de enero de 2023.  

Conforme a lo establecido en la disposición transitoria segunda, los operadores de hidrocarburos que se encuentren en el listado 

de operadores al por mayor de productos petrolíferos gestionados por la Subdirección General de Hidrocarburos y Nuevos 

Combustibles de la Dirección General de Política Energética y Minas del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 

Demográfico, se considerarán incluidos en el Registro de extractores de depósitos fiscales de productos incluidos en los ámbitos 

objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos en el momento de entrada en vigor de 

la regulación relativa a dicho Registro.  

Para adecuar la normativa interna al ordenamiento comunitario, por la disposición final primera, se modifica el Reglamento del 

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, aprobado por el Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, con el fin de que los 

residentes en Estados miembros de la Unión Europea o de Estados que formen parte del Espacio Económico Europeo con 

normativa sobre asistencia mutua en materia de intercambio de información tributaria y de recaudación no necesiten nombrar 

representantes en España ante la Administración Tributaria en relación con sus obligaciones por el citado impuesto.  

Por otra parte, relacionada con la mejora en el control tributario y en la asistencia en el cumplimiento de las obligaciones 

tributarias, incluidas las registrales, se incluye una modificación técnica en los libros registros de facturas emitidas del Impuesto 

sobre el Valor Añadido. Esta modificación del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, que se recoge en la disposición 

final segunda, tiene como objetivo habilitar el registro de modificaciones en la base imponible y cuota por las que no exista 

obligación de expedir una factura rectificativa, tales como los ajustes en cuota derivados de los regímenes especiales en los que 

la base imponible se determina por el margen de beneficio.  

A su vez, la experiencia acumulada hace conveniente clarificar cuáles son las consecuencias del incumplimiento del 

fraccionamiento especial de pago de la deuda tributaria del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.  

En efecto, las condiciones más ventajosas de esta regulación específica, es decir, el fraccionamiento inmediato y la falta de 

devengo de intereses de demora, se anuda, de forma directa, a la obligación del sujeto pasivo del ingreso de la primera parte 

del fraccionamiento que es del 60 por ciento del importe de la deuda tributaria resultante de la autoliquidación.  

Por ello, las consecuencias de la falta del pago de dicho 60 por ciento no pueden ser otras que el inicio del periodo ejecutivo 

para la totalidad del importe a ingresar resultante de la autoliquidación, esto es, la deuda tributaria conforme al artículo 161.1.b) 

de la mencionada Ley 58/2003, de 17 de diciembre, a cuyo fin se modifica, por la disposición final tercera, el Reglamento del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.  

Siguiendo el mandato legal establecido en el artículo 44.5.a) de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen 

Económico y Fiscal de Canarias, se definen los términos en los que las aeronaves contribuyen, por su destino, a mejorar las 

conexiones de las Islas Canarias, siempre que aquellas realicen rutas que transiten por aguas internacionales, a cuyo fin, 

mediante la disposición final cuarta, se modifica el Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, en las materias referentes a los incentivos fiscales en la imposición indirecta, la 

reserva para inversiones en Canarias y la Zona Especial Canaria.  

Estas disposiciones finales se completan con otras tres referidas, respectivamente, al título competencial, a la habilitación para 

dictar normas en aplicación de este real decreto y a la entrada en vigor.  

VI 

De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, la elaboración de este real decreto se ha efectuado de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, 

proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.  

Así, se cumple el principio de necesidad y eficacia, por cuanto es necesaria la aprobación de un real decreto, dado que los 

cambios que se introducen en diversas normas del Ordenamiento, al tener rango reglamentario, precisan de su incorporación a 

este a través de una norma de igual rango.  

Se cumple también el principio de proporcionalidad, por cuanto se ha observado de forma exclusiva el modo de atender los 

objetivos estrictamente exigidos, antes mencionados.  

Respecto al principio de seguridad jurídica, se ha garantizado la coherencia del texto con el resto del ordenamiento jurídico 

nacional, así como con el de la Unión Europea.  
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El principio de transparencia se ha garantizado mediante la publicación del proyecto, así como de su Memoria del Análisis de 

Impacto Normativo, en la sede electrónica del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a efectos de que pudieran ser conocidos 

dichos textos en el trámite de audiencia e información pública por toda la ciudadanía.  

Por último, en relación con el principio de eficiencia, se ha procurado que la norma genere las menores cargas administrativas 

para la ciudadanía, así como los menores costes indirectos, fomentando el uso racional de los recursos públicos. En este sentido, 

las exigencias de información y documentación que se requieren de los contribuyentes son las estrictamente imprescindibles 

para garantizar el control de su actividad por parte de la Administración Tributaria.  

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Hacienda y Función Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación 

del Consejo de Ministros en su reunión del día XX de XX de 2022,  

 

DISPONGO: 
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Artículo primero. Modificación del Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo. Se 

introducen las siguientes modificaciones en el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo:  

 
Uno. Se modifica el apartado 10 del artículo 25, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 25. Suspensión del acto impugnado. 
1. La mera interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado. 
No obstante, a solicitud del interesado se suspenderá la ejecución del acto impugnado en los siguientes supuestos: 
a) Cuando se aporte alguna de las garantías previstas en el artículo 224.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, en los términos previstos en este artículo. 
b) Sin necesidad de aportar garantía, cuando se aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético, material o de 
hecho. 
Asimismo, tratándose de sanciones que hayan sido objeto de recurso de reposición por los interesados, su ejecución quedará 
automáticamente suspendida en periodo voluntario sin necesidad de aportar garantías hasta que sean firmes en vía 
administrativa. No se suspenderán con arreglo a esta letra las responsabilidades por el pago de sanciones tributarias previstas 
en el artículo 42.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
La suspensión no afectará a las actuaciones de recaudación que se hubieran producido hasta ese momento. 
2. La solicitud de suspensión con aportación de las garantías que señala el artículo 224.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria suspenderá el procedimiento de recaudación relativo al acto recurrido. 
El recurrente podrá solicitar la suspensión cuyos efectos se limitarán al recurso de reposición. 
Las garantías que se constituyan podrán extender su eficacia, en su caso, a la vía económico-administrativa posterior. En este 
caso, la garantía mantendrá sus efectos en el procedimiento económico-administrativo en todas sus instancias. 
Asimismo, si el interesado lo considera conveniente, y sin perjuicio de la decisión que adopte el órgano judicial en la pieza de 
medidas cautelares, la suspensión podrá solicitarse con extensión de sus efectos a la vía contencioso-administrativa. 
La garantía aportada, en el caso de las obligaciones conexas reguladas en el artículo 224.5 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, extenderá sus efectos a las cantidades que en su caso debieran reintegrarse, como consecuencia 
de la estimación total o parcial del recurso que hubiera llevado aparejada la correspondiente devolución conexa. 
3. La garantía deberá cubrir el importe del acto impugnado, los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos 
que procederían en caso de ejecución de la garantía. 
Cuando la garantía consista en depósito de dinero o valores públicos, los intereses de demora serán los correspondientes a un 
mes si cubre sólo el recurso de reposición. Si extendiese sus efectos a la vía económico-administrativa, deberá cubrir además 
el plazo de seis meses si el procedimiento de la reclamación es el abreviado, de un año si el procedimiento de la reclamación es 
el general y de dos años si la resolución es susceptible de recurso de alzada ordinario. 
4. La solicitud de suspensión se presentará ante el órgano que dictó el acto, que será competente para tramitarla y resolverla. 
5. La solicitud de suspensión deberá ir necesariamente acompañada del documento en que se formalice la garantía aportada, 
constituida a disposición del órgano competente a que se refiere el apartado anterior. Cuando la solicitud no se acompañe de la 
garantía a que se refiere el artículo 224.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, aquella no surtirá efectos 
suspensivos y se tendrá por no presentada a todos los efectos. En este supuesto se procederá al archivo de la solicitud y a su 
notificación al interesado. 
Si, posteriormente, la resolución que recayese en el recurso de reposición fuese objeto de reclamación económico-administrativa 
y la suspensión hubiese extendido sus efectos a dicha vía, el documento en que se formalice la garantía deberá ser puesto a 
disposición del órgano competente para la recaudación del acto objeto de reclamación por parte del órgano que dictó el acto. 
El documento en que se formalice la garantía deberá incorporar las firmas de los otorgantes legitimadas por un fedatario público, 
por comparecencia ante la Administración autora del acto o generadas mediante un mecanismo de autenticación electrónica. 
Dicho documento podrá ser sustituido por su imagen electrónica con su misma validez y eficacia, siempre que el proceso de 
digitalización garantice su autenticidad e integridad. 
6. Si la solicitud acredita la existencia del recurso de reposición y adjunta garantía bastante, la suspensión se entenderá acordada 
a partir de la fecha de la solicitud y dicha circunstancia deberá notificarse al interesado. 
7. Cuando sea necesaria la subsanación de defectos del documento en que se formalice la garantía de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 2.2 y aquellos hayan sido subsanados, el órgano competente acordará la suspensión con efectos desde la solicitud. 
El acuerdo de suspensión deberá ser notificado al interesado. 
Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de contestación en plazo por el interesado pero no se entiendan 
subsanados los defectos observados, procederá la denegación de la suspensión. 
8. Cuando se solicite la suspensión en un momento posterior a la interposición del recurso, los efectos suspensivos se producirán, 
de concurrir los requisitos expuestos en los apartados anteriores, a partir del momento de presentación de la solicitud. 
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9. Cuando en los supuestos de estimación parcial de un recurso deba dictarse una nueva liquidación, la garantía aportada 
quedará afecta al pago de la nueva cuota o cantidad resultante y de los intereses de demora calculados de acuerdo con el 
artículo 26.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

10. Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se 
encontrara en periodo voluntario de ingreso, con la 
notificación de su denegación se iniciará el plazo previsto en 
el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, para 
que dicho ingreso sea realizado. 
 
 
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. 
De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre. 
Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se 
encontrara en periodo ejecutivo, la notificación del acuerdo de 
denegación implicará que deba iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, de no haberse iniciado con 
anterioridad a dicha notificación. 

«10. Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda 
se encontrara en periodo voluntario de ingreso, con la 
notificación de su denegación se iniciará el plazo previsto en 
el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, para 
que dicho ingreso sea realizado sin perjuicio de lo 
dispuesto en el párrafo segundo del artículo 161.2 de esa 
Ley. 
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. 
De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre.  
Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se 
encontrara en periodo ejecutivo, la notificación del acuerdo de 
denegación implicará que deba iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, de no haberse iniciado con 
anterioridad a dicha notificación».  

11. Las resoluciones denegatorias de la suspensión serán susceptibles de reclamación económico-administrativa ante el tribunal 
al que correspondería resolver la impugnación del acto cuya suspensión se solicita. 
12. Los casos de suspensión regulados en una norma específica se regirán por lo establecido en ella. 
 

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 42, que queda redactado de la siguiente forma:  

Artículo 42. Efectos de la concesión o de la denegación de la suspensión. 
1. La suspensión concedida tendrá efectos desde la fecha de la solicitud. 
Cuando el órgano competente o el tribunal, en virtud del artículo 233.3 y 4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, entiendan que debe modificarse la resolución de suspensión, lo notificarán al interesado para que pueda alegar lo que 
convenga a su derecho en el plazo de 10 días contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho 
plazo. 
Contra la resolución adoptada en relación con este trámite de modificación podrá interponerse un incidente en la reclamación 
económico-administrativa relativa al acto cuya suspensión se solicita. La resolución que ponga término al incidente no será 
susceptible de recurso. 

2. Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se 
encontrara en periodo voluntario de ingreso, con la 
notificación de su denegación se iniciará el plazo previsto en 
el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, para 
que dicho ingreso sea realizado. 
 
 
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. 
De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre. 

«2. Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se 
encontrara en periodo voluntario de ingreso, con la 
notificación de su denegación se iniciará el plazo previsto en 
el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, para 
que dicho ingreso sea realizado sin perjuicio de lo 
dispuesto en el párrafo segundo del artículo 161.2 de esa 
Ley.  
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. 
De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre.  
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Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se 
encontrara en periodo ejecutivo, la notificación del acuerdo de 
denegación implicará que deba iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, de no haberse iniciado con 
anterioridad a dicha notificación. 

Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se 
encontrara en periodo ejecutivo, la notificación del acuerdo de 
denegación implicará que deba iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, de no haberse iniciado con 
anterioridad a dicha notificación.»  

 

 

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 44, que queda redactado de la siguiente forma:  

Artículo 44. Suspensión con prestación de otras garantías. 
1. La solicitud de suspensión con prestación de otras 
garantías a que se refiere el artículo 233.3 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, presentada junto con la documentación a 
la que se refiere el artículo 40.2.b) de este reglamento, 
suspenderá cautelarmente el procedimiento de recaudación 
relativo al acto recurrido si la deuda se encontrase en periodo 
voluntario en el momento de presentarse la solicitud. 
 
 
Si la deuda se encontrara en periodo ejecutivo, la solicitud de 
suspensión no impedirá la continuación de las actuaciones de 
la Administración, sin perjuicio de que proceda la anulación 
de las efectuadas con posterioridad a la fecha de solicitud si 
la suspensión fuese concedida finalmente. 

«1. La solicitud de suspensión con prestación de otras 
garantías a que se refiere el artículo 233.3 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, presentada junto con la documentación a 
la que se refiere el artículo 40.2.b) de este reglamento, 
suspenderá cautelarmente el procedimiento de recaudación 
relativo al acto recurrido si la deuda se encontrase en periodo 
voluntario en el momento de presentarse la solicitud salvo 
que concurra la circunstancia a la que se refiere el párrafo 
segundo del artículo 161.2 de esa Ley.  
Si la deuda se encontrara en periodo ejecutivo, la solicitud de 
suspensión no impedirá la continuación de las actuaciones de 
la Administración, sin perjuicio de que proceda la anulación 
de las efectuadas con posterioridad a la fecha de solicitud si 
la suspensión fuese concedida finalmente».  

2. La competencia para tramitar y resolver la solicitud corresponderá al órgano de recaudación que se determine en la norma de 
organización específica. 
3. Examinada la solicitud, se procederá, en su caso, a la subsanación prevista en el artículo 2.2. 
4. Cuando los defectos se hayan subsanado en el plazo al que se refiere el artículo 2.2, la suspensión acordada producirá efectos 
desde la solicitud. 
Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de contestación en plazo por el interesado pero no se entiendan 
subsanados los defectos observados, procederá la denegación de la suspensión. 
La resolución que otorgue la suspensión detallará la garantía que debe ser constituida y el plazo en que debe constituirse. 
5. Contra la denegación podrá interponerse un incidente en la reclamación económico-administrativa interpuesta contra el acto 
cuya suspensión se solicitó. 
La resolución que ponga término al incidente no será susceptible de recurso. 
 

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 46, que queda redactado de la siguiente forma:  

Artículo 46. Suspensión por el tribunal económico-administrativo. 
1. El tribunal económico-administrativo que conozca de la reclamación contra el acto cuya suspensión se solicita será competente 
para tramitar y resolver las peticiones de suspensión con dispensa total o parcial de garantías que se fundamenten en perjuicios 
de difícil o imposible reparación, tanto para los supuestos de deuda tributaria o cantidad líquida como en aquellos otros supuestos 
de actos que no tengan por objeto una deuda tributaria o cantidad líquida. 
También será competente para tramitar y resolver la petición de suspensión que se fundamente en error aritmético, material o 
de hecho. 

2. Si la deuda se encontrara en periodo voluntario en el 
momento de formular la solicitud de suspensión, la 
presentación de esta última basada en que la ejecución del 
acto podría causar perjuicios de imposible o difícil reparación 
o en la existencia de error material, aritmético o de hecho, 
incorporando la documentación a que se refieren, según el 
caso de que se trate, los párrafos c) y d) del artículo 40.2, 
suspenderá cautelarmente el procedimiento de recaudación 
mientras el tribunal económico-administrativo decida sobre la 
admisión o no a trámite de la solicitud de suspensión. 
Si la deuda se encontrara en periodo ejecutivo, la solicitud de 
suspensión no impedirá la continuación de las actuaciones de 

«2. Si la deuda se encontrara en periodo voluntario en el 
momento de formular la solicitud de suspensión, la 
presentación de esta última basada en que la ejecución del 
acto podría causar perjuicios de imposible o difícil reparación 
o en la existencia de error material, aritmético o de hecho, 
incorporando la documentación a que se refieren, según el 
caso de que se trate, los párrafos c) y d) del artículo 40.2, 
suspenderá cautelarmente el procedimiento de recaudación 
mientras el tribunal económico-administrativo decida sobre la 
admisión o no a trámite de la solicitud de suspensión salvo 
que concurra la circunstancia a la que se refiere el párrafo 
segundo del artículo 161.2 de esa Ley.  
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la Administración, sin perjuicio de que proceda la anulación 
de las efectuadas con posterioridad a la fecha de la solicitud 
si finalmente llegase a producirse la admisión a trámite. 

Si la deuda se encontrara en periodo ejecutivo, la solicitud de 
suspensión no impedirá la continuación de las actuaciones de 
la Administración, sin perjuicio de que proceda la anulación 
de las efectuadas con posterioridad a la fecha de la solicitud 
si finalmente llegase a producirse la admisión a trámite».  

3. Examinada la solicitud, se procederá, en su caso, a la subsanación prevista en el artículo 2.2. 
Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de contestación en plazo por el interesado pero no se entiendan 
subsanados los defectos observados, se inadmitirá a trámite la solicitud de suspensión con las consecuencias previstas en el 
apartado siguiente. 
4. Subsanados los defectos o cuando el trámite de subsanación no haya sido necesario, el tribunal económico-administrativo 
decidirá sobre la admisión a trámite de la solicitud, y la inadmitirá cuando no pueda deducirse de la documentación incorporada 
al expediente la existencia de indicios de los perjuicios de difícil o imposible reparación o la existencia de error aritmético, material 
o de hecho. 
La admisión a trámite producirá efectos suspensivos desde la presentación de la solicitud y será notificada al interesado y al 
órgano de recaudación competente. 
La inadmisión a trámite supondrá que la solicitud de suspensión se tiene por no presentada a todos los efectos. Dicho acuerdo 
deberá notificarse al interesado y comunicarse al órgano de recaudación competente con indicación de la fecha de notificación 
al interesado. 
El acuerdo de inadmisión a trámite no podrá recurrirse en vía administrativa. 
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Artículo segundo. Modificación del Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 

de julio.  

Se introducen las siguientes modificaciones en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, 

de 29 de julio:  

 

Uno. Se modifican los apartados 1 y 7 del artículo 40, que quedan redactados de la siguiente forma:  

Artículo 40. Pago en especie. 
1. El obligado al pago que pretenda utilizar el pago en especie 
como medio para satisfacer deudas a la Administración 
deberá solicitarlo al órgano de recaudación que tenga 
atribuida la competencia en la correspondiente norma de 
organización específica. La solicitud contendrá 
necesariamente los siguientes datos: 
a) Nombre y apellidos o razón social o denominación 
completa, número de identificación fiscal y domicilio fiscal del 
obligado al pago y, en su caso, de la persona que lo 
represente. 
b) Identificación de la deuda indicando, al menos, su importe, 
concepto y fecha de finalización del plazo de ingreso en 
periodo voluntario. 
c) Lugar, fecha y firma del solicitante. 
A la solicitud deberá acompañarse la valoración de los bienes 
y el informe sobre el interés de aceptar esta forma de pago, 
emitidos ambos por el órgano competente del Ministerio de 
Cultura o por el órgano competente determinado por la 
normativa que autorice el pago en especie. En defecto de los 
citados informes deberá acompañarse el justificante de 
haberlos solicitado. 
Si la deuda tributaria a que se refiere la solicitud de pago en 
especie ha sido determinada mediante autoliquidación, 
deberá adjuntar el modelo oficial de esta, debidamente 
cumplimentado, salvo que el interesado no esté obligado a 
presentarlo por obrar ya en poder de la Administración; en tal 
caso, señalará el día y procedimiento en que lo presentó. 
La solicitud de pago en especie presentada en periodo 
voluntario junto con los documentos a los que se refieren los 
párrafos anteriores impedirá el inicio del periodo ejecutivo 
pero no el devengo del interés de demora que corresponda. 
 
 
 
La solicitud en periodo ejecutivo podrá presentarse hasta el 
momento en que se notifique al obligado el acuerdo de 
enajenación de los bienes embargados o sobre los que se 
hubiese constituido garantía de cualquier naturaleza y no 
tendrá efectos suspensivos. No obstante, el órgano de 
recaudación podrá suspender motivadamente las 
actuaciones de enajenación de los citados bienes hasta que 
sea dictado el acuerdo que ponga fin al procedimiento de 
pago en especie por el órgano competente. 

«1. El obligado al pago que pretenda utilizar el pago en 
especie como medio para satisfacer deudas a la 
Administración deberá solicitarlo al órgano de recaudación 
que tenga atribuida la competencia en la correspondiente 
norma de organización específica. La solicitud contendrá 
necesariamente los siguientes datos:  
a) Nombre y apellidos o razón social o denominación 
completa, número de identificación fiscal y domicilio fiscal del 
obligado al pago y, en su caso, de la persona que lo 
represente.  
b) Identificación de la deuda indicando, al menos, su importe, 
concepto y fecha de finalización del plazo de ingreso en 
periodo voluntario.  
c) Lugar, fecha y firma del solicitante.  
A la solicitud deberá acompañarse la valoración de los bienes 
y el informe sobre el interés de aceptar esta forma de pago, 
emitidos ambos por el órgano competente del Ministerio de 
Cultura o por el órgano competente determinado por la 
normativa que autorice el pago en especie. En defecto de los 
citados informes deberá acompañarse el justificante de 
haberlos solicitado.  
Si la deuda tributaria a que se refiere la solicitud de pago en 
especie ha sido determinada mediante autoliquidación, 
deberá adjuntar el modelo oficial de esta, debidamente 
cumplimentado, salvo que el interesado no esté obligado a 
presentarlo por obrar ya en poder de la Administración; en tal 
caso, señalará el día y procedimiento en que lo presentó.  
La solicitud de pago en especie presentada en periodo 
voluntario junto con los documentos a los que se refieren los 
párrafos anteriores impedirá el inicio del periodo ejecutivo, 
salvo que concurra la circunstancia a la que se refiere el 
párrafo segundo del artículo 161.2 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, pero no el devengo del 
interés de demora que corresponda.  
La solicitud en periodo ejecutivo podrá presentarse hasta el 
momento en que se notifique al obligado el acuerdo de 
enajenación de los bienes embargados o sobre los que se 
hubiese constituido garantía de cualquier naturaleza y no 
tendrá efectos suspensivos. No obstante, el órgano de 
recaudación podrá suspender motivadamente las 
actuaciones de enajenación de los citados bienes hasta que 
sea dictado el acuerdo que ponga fin al procedimiento de 
pago en especie por el órgano competente.  

2. Procederá la inadmisión de la solicitud en los siguientes casos: 
a) Cuando a la misma no se acompañe la documentación acreditativa de la inscripción de los bienes en el Registro General de 
Bienes de Interés Cultural o de su inclusión en el Inventario General y se considere que el bien ofrecido, por su propia naturaleza, 
no comporta las características más básicas para poder formar parte del Patrimonio Histórico Español, calificándose la solicitud 
en estos casos como manifiestamente carente de fundamento. 
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b) Cuando la deuda deba ser declarada mediante autoliquidación y esta última no haya sido objeto de presentación con 
anterioridad o conjuntamente con la solicitud de pago en especie. 
c) Cuando la autoliquidación haya sido presentada habiéndose iniciado con anterioridad un procedimiento de inspección que 
hubiera quedado suspendido de acuerdo con lo previsto en el artículo 150.3.a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, siempre que la solicitud de pago en especie se refiera a conceptos y periodos respecto de los que se haya remitido 
conocimiento a la jurisdicción competente o al Ministerio Fiscal. 
En aquellos supuestos en los que la concurrencia de las circunstancias previstas en este párrafo c) se ponga de manifiesto una 
vez iniciada la tramitación de la solicitud de pago en especie, esta última quedará sin efecto de forma automática, debiendo 
comunicarse al Ministerio Fiscal o al órgano jurisdiccional la presentación de dicha solicitud. 
d) La presentación de solicitudes de pago en especie reiterativas de otras anteriores que hayan sido objeto de denegación previa 
implicará su inadmisión cuando no contengan modificación sustancial respecto de la solicitud previamente denegada y, en 
particular, cuando dicha reiteración tenga por finalidad dilatar, dificultar o impedir el desarrollo de la gestión recaudatoria. 
Se considerará, en todo caso, realizada la solicitud con la finalidad de dilatar, dificultar o impedir el desarrollo de la gestión 
recaudatoria cuando se ofrezcan los mismos bienes que hayan sido ofrecidos en solicitudes anteriores. 
La inadmisión deberá ser motivada y determinará que la solicitud se tenga por no presentada a todos los efectos, y frente al 
acuerdo de inadmisión cabrá la interposición de recurso o reclamación económico-administrativa. 
En el ámbito de competencias del Estado, la resolución de inadmisión deberá adoptarse por el Director del Departamento de 
Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 
3. Cuando la solicitud no reúna los requisitos o no se acompañen los documentos que se señalan en el apartado 1 de este 
artículo, el órgano competente para la tramitación requerirá al solicitante para que en el plazo de 10 días contados a partir del 
día siguiente al de la notificación del requerimiento subsane el defecto o aporte los documentos, con indicación de que, si así no 
lo hiciera, se tendrá por no presentada la solicitud y se archivará sin más trámite. 
No procederá la subsanación si no se acompaña a la solicitud la autoliquidación que no obre en poder de la Administración. En 
este caso, procederá la inadmisión conforme a lo previsto en el apartado anterior. 
Si la solicitud de pago en especie se hubiese presentado en periodo voluntario de ingreso y el plazo para atender el requerimiento 
de subsanación finalizase con posterioridad al plazo de ingreso en periodo voluntario y aquel no fuese atendido, se iniciará el 
procedimiento de apremio mediante la notificación de la oportuna providencia de apremio. 
Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de contestación en plazo por el interesado pero no se hayan 
subsanado los defectos observados, procederá la denegación de la solicitud de pago en especie. 
4. La resolución deberá notificarse en el plazo de seis meses. Transcurrido el plazo sin que se haya notificado la resolución, los 
interesados podrán considerar desestimada la solicitud a efectos de interponer frente a la denegación presunta el 
correspondiente recurso o esperar la resolución expresa. 
El órgano competente acordará de forma motivada la aceptación o no de los bienes en pago de la deuda. 
En el ámbito de competencias del Estado, la resolución deberá ser adoptada por el Director del Departamento de Recaudación 
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 
5. De dicho acuerdo de aceptación o de denegación, así como del acuerdo de inadmisión, se remitirá copia al departamento 
ministerial competente en materia de cultura, o al que corresponda en función del tipo del bien, y a la Dirección General del 
Patrimonio del Estado. 
6. Si se dictase acuerdo de aceptación, su eficacia quedará condicionada a la entrega o puesta a disposición de los bienes 
ofrecidos. De producirse esta en la forma establecida en el acuerdo de aceptación y en el plazo establecido en este reglamento, 
los efectos extintivos de la deuda se entenderán producidos desde la fecha de la solicitud. 
En caso de aceptación del pago en especie, la deuda devengará interés de demora desde la finalización del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta que los bienes hayan sido entregados o puestos a disposición de la Administración con conocimiento 
de esta, pudiendo afectarse en el acuerdo de aceptación el bien dado en pago a la cancelación de dichos intereses de demora, 
de ser suficiente el valor del citado bien. 

7. Si la resolución dictada fuese denegatoria, las 
consecuencias serán las siguientes: 
a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de 
ingreso, con la notificación del acuerdo denegatorio se 
iniciará el plazo de ingreso regulado en el artículo 62.2 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
 
 
De no producirse el ingreso en dicho plazo, comenzará el 
periodo ejecutivo y deberá iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

«7. Si la resolución dictada fuese denegatoria, las 
consecuencias serán las siguientes: 
a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de 
ingreso, con la notificación del acuerdo denegatorio se 
iniciará el plazo de ingreso regulado en el artículo 62.2 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del 
artículo 161.2 de esa Ley.  
De no producirse el ingreso en dicho plazo, comenzará el 
periodo ejecutivo y deberá iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.  
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De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. 
De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 
b) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de 
ingreso deberá iniciarse el procedimiento de apremio en los 
términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, de no haberse iniciado 
con anterioridad. 

De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación.  
De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.  
b) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de 
ingreso deberá iniciarse el procedimiento de apremio en los 
términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, de no haberse iniciado 
con anterioridad».  

8. La entrega o puesta a disposición de la Administración de los bienes deberá ser efectuada en el plazo de 10 días contados a 
partir del siguiente al de la notificación del acuerdo de aceptación de pago en especie, salvo que dicha entrega o puesta a 
disposición se hubiese realizado en un momento anterior. Del documento justificativo de la recepción en conformidad se remitirá 
copia al órgano de recaudación. 
De no producirse la entrega o puesta a disposición de los bienes en los términos del párrafo anterior, quedará sin efecto el 
acuerdo de aceptación, con las consecuencias siguientes: 
a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de ingreso y este ya hubiese transcurrido, se iniciará el periodo ejecutivo 
al día siguiente de aquel en que finalizó el plazo para la entrega o puesta a disposición, debiendo iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, exigiéndose el 
ingreso del principal de la deuda y el recargo del periodo ejecutivo. 
Se procederá a la liquidación los intereses de demora devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de 
ingreso en periodo voluntario hasta la fecha de fin del plazo para entregar o poner a disposición los bienes, sin perjuicio de los 
que se devenguen posteriormente en virtud de lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria. 
b) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de ingreso, deberá continuarse el procedimiento de apremio. 
9. En lo no previsto en este artículo, los efectos de esta forma de pago serán los establecidos en la legislación civil para la dación 
en pago. 
 

Dos. Se modifica el apartado 4 del artículo 52, que queda redactado de la siguiente forma:  

Artículo 52. Resolución de solicitudes de aplazamientos y fraccionamientos. 
1. Las resoluciones que concedan aplazamientos o fraccionamientos de pago especificarán el número de código cuenta cliente, 
en su caso, y los datos identificativos de la entidad de crédito que haya de efectuar el cargo en cuenta conforme al artículo 
46.2.f), los plazos de pago y demás condiciones del acuerdo. La resolución podrá señalar plazos y condiciones distintos de los 
solicitados. 
En todo caso, el vencimiento de los plazos deberá coincidir con los días 5 ó 20 del mes. Cuando el acuerdo incluya varias deudas, 
se señalarán de forma independiente los plazos y cuantías que afecten a cada una. 
2. En la resolución podrán establecerse las condiciones que se estimen oportunas para asegurar el pago efectivo en el plazo 
más breve posible y para garantizar la preferencia de la deuda aplazada o fraccionada, así como el correcto cumplimiento de las 
obligaciones tributarias del solicitante. 
En particular, podrán establecerse condiciones por las que se afecten al cumplimiento del aplazamiento o fraccionamiento los 
pagos que la Hacienda pública deba realizar al obligado durante la vigencia del acuerdo, en cuantía que no perjudique a la 
viabilidad económica o continuidad de la actividad. A tal efecto, se entenderá, en los supuestos de concesión de aplazamientos 
o fraccionamientos concedidos con dispensa total o parcial de garantías, que desde el momento de la resolución se formula la 
oportuna solicitud de compensación para que surta sus efectos en cuanto concurran créditos y débitos, aun cuando ello pueda 
suponer vencimientos anticipados de los plazos y sin perjuicio de los nuevos cálculos de intereses de demora que resulten 
procedentes. 
De igual forma, podrá exigirse y condicionarse el mantenimiento y eficacia del acuerdo de concesión del aplazamiento o 
fraccionamiento a que el solicitante se encuentre al corriente de sus obligaciones tributarias durante la vigencia del acuerdo. 
Cuando la resolución de fraccionamiento incluyese deudas que se encontrasen en periodo voluntario y deudas que se 
encontrasen en periodo ejecutivo de ingreso en el momento de presentarse la solicitud, el acuerdo de concesión no podrá 
acumular en la misma fracción deudas que se encontrasen en distinto periodo de ingreso. En todo caso, habrán de satisfacerse 
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en primer lugar aquellas fracciones que incluyan las deudas que se encontrasen en periodo ejecutivo de ingreso en el momento 
de efectuarse la solicitud. 
3. Si la resolución concediese el aplazamiento o fraccionamiento, se notificará al solicitante advirtiéndole de los efectos que se 
producirán de no constituirse la garantía en el plazo legalmente establecido y en caso de falta de pago conforme a los artículos 
48 y 54. Dicha notificación incorporará el cálculo de los intereses de demora asociados a cada uno de los plazos de ingreso 
concedidos según lo dispuesto en el artículo siguiente. 
Si una vez concedido un aplazamiento o fraccionamiento el deudor solicitase una modificación en sus condiciones, la petición 
no tendrá, en ningún caso, efectos suspensivos. La tramitación y resolución de estas solicitudes se regirá por las mismas normas 
que las establecidas para las peticiones de aplazamiento o fraccionamiento con carácter general. 

4. Si la resolución dictada fuese denegatoria, las 
consecuencias serán las siguientes: 
a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de 
ingreso, con la notificación del acuerdo denegatorio se 
iniciará el plazo de ingreso regulado en el artículo 62.2 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
 
 
De no producirse el ingreso en dicho plazo, comenzará el 
periodo ejecutivo y deberá iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. 
De no realizarse el ingreso los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 
b) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de 
ingreso, deberá iniciarse el procedimiento de apremio en los 
términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, de no haberse iniciado 
con anterioridad. 

«4. Si la resolución dictada fuese denegatoria, las 
consecuencias serán las siguientes:  
a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de 
ingreso, con la notificación del acuerdo denegatorio se 
iniciará el plazo de ingreso regulado en el artículo 62.2 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del 
artículo 161.2 de esa Ley.  
De no producirse el ingreso en dicho plazo, comenzará el 
periodo ejecutivo y deberá iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.  
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. 
De no realizarse el ingreso los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.  
b) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de 
ingreso, deberá iniciarse el procedimiento de apremio en los 
términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, de no haberse iniciado 
con anterioridad.»  

5. Contra la denegación de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento sólo cabrá la presentación del correspondiente 
recurso de reposición o reclamación económico-administrativa en los términos y con los efectos establecidos en la normativa 
aplicable. 
6. La resolución deberá notificarse en el plazo de seis meses. 
Transcurrido dicho plazo sin que se haya notificado la resolución, se podrá entender desestimada la solicitud a los efectos de 
interponer el recurso correspondiente o esperar la resolución expresa. 
 

Tres. Se modifica el apartado 5 del artículo 56, que queda redactado de la siguiente forma:  

Artículo 56. Compensación a instancia del obligado al pago. 
1. El obligado al pago que inste la compensación deberá dirigir al órgano competente para su tramitación la correspondiente 
solicitud, que contendrá los siguientes datos: 
a) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número de identificación fiscal y domicilio fiscal del obligado al 
pago y, en su caso, de la persona que lo represente. 
b) Identificación de la deuda cuya compensación se solicita, indicando al menos, su importe, concepto y fecha de vencimiento 
del plazo de ingreso en periodo voluntario. 
c) Identificación del crédito reconocido por la Hacienda pública a favor del solicitante cuya compensación se ofrece, indicando al 
menos su importe, concepto y órgano gestor. 
d) Lugar, fecha y firma del solicitante. 
2. A la solicitud de compensación se acompañarán los siguientes documentos: 
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a) Si la deuda tributaria cuya compensación se solicita ha sido determinada mediante autoliquidación, el modelo oficial de esta 
debidamente cumplimentado, salvo que el interesado no esté obligado a presentarlo por obrar ya en poder de la Administración; 
en tal caso, señalará el día y procedimiento en que lo presentó. 
b) Justificación de haber solicitado certificado de la oficina de contabilidad del órgano u organismo gestor del gasto o del pago, 
en el que se refleje la existencia del crédito reconocido pendiente de pago, la fecha de su reconocimiento y la suspensión, a 
instancia del interesado, de los trámites para su abono en tanto no se comunique la resolución del procedimiento de 
compensación. 
El Ministerio de Economía y Hacienda podrá dictar las disposiciones oportunas para normalizar las mencionadas certificaciones 
administrativas. 
Si el crédito ofrecido en compensación deriva de una devolución tributaria, en lugar de la certificación anterior se acompañará, 
en su caso, copia del acto, resolución o sentencia que lo reconozca. 
3. Si la solicitud no reúne los requisitos o no se acompañan los documentos que se señalan en este artículo, el órgano competente 
para la tramitación del procedimiento requerirá al solicitante para que en el plazo de 10 días contados a partir del día siguiente 
al de la notificación del requerimiento subsane el defecto o aporte los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no 
lo hiciera, se tendrá por no presentada la solicitud y se archivará sin más trámite. 
Si la solicitud de compensación se hubiese presentado en periodo voluntario de ingreso y el plazo para atender el requerimiento 
de subsanación finalizase con posterioridad al plazo de ingreso en periodo voluntario y aquel no fuese atendido, se iniciará el 
procedimiento de apremio mediante la notificación de la oportuna providencia de apremio. 
Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de contestación en plazo por el interesado pero no se entiendan 
subsanados los defectos observados, procederá la denegación de la solicitud de compensación. 
Dicho requerimiento no será efectuado cuando, examinada la solicitud y contrastados los datos indicados en esta con los que 
obren en poder de la Administración, quede acreditada la inexistencia del crédito ofrecido o cuando, tratándose dicho crédito de 
una devolución tributaria, se compruebe la inexistencia de su solicitud. En este supuesto se tendrá por no presentada la solicitud 
de compensación y se procederá a su archivo sin más trámite. 
4. Cuando la solicitud se presente en periodo ejecutivo, podrán suspenderse las actuaciones de enajenación de los bienes o 
derechos. 

5. El órgano competente para resolver acordará la 
compensación cuando concurran los requisitos establecidos 
con carácter general en la normativa tributaria y civil o, en su 
caso, en la legislación aplicable con carácter específico. 
Si la resolución dictada fuese denegatoria, los efectos serán 
los siguientes: 
a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de 
ingreso, con la notificación del acuerdo denegatorio se 
iniciará el plazo de ingreso regulado en el artículo 62.2 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
 
 
De no producirse el ingreso en dicho plazo, comenzará el 
periodo ejecutivo y deberá iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. 
De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 
b) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de 
ingreso, deberá iniciarse el procedimiento de apremio en los 
términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, de no haberse iniciado 
con anterioridad. 

«5. El órgano competente para resolver acordará la 
compensación cuando concurran los requisitos establecidos 
con carácter general en la normativa tributaria y civil o, en su 
caso, en la legislación aplicable con carácter específico.  
Si la resolución dictada fuese denegatoria, los efectos serán 
los siguientes:  
a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de 
ingreso, con la notificación del acuerdo denegatorio se 
iniciará el plazo de ingreso regulado en el artículo 62.2 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del 
artículo 161.2 de esa Ley.  
De no producirse el ingreso en dicho plazo, comenzará el 
periodo ejecutivo y deberá iniciarse el procedimiento de 
apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.  
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la 
liquidación de los intereses de demora devengados a partir 
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado 
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. 
De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán hasta 
la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 
b) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de 
ingreso, deberá iniciarse el procedimiento de apremio en los 
términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, de no haberse iniciado 
con anterioridad.»  

6. La solicitud de compensación no impedirá la solicitud de aplazamientos o fraccionamientos de la deuda restante. 
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7. La resolución deberá notificarse en el plazo de seis meses. 
Transcurrido dicho plazo sin que haya notificado la resolución, los interesados podrán considerar desestimada la solicitud a los 
efectos de interponer el recurso correspondiente o esperar la resolución expresa. 
 

 

Artículo tercero. Modificación del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección 

tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por 

Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio.  

Se introducen las siguientes modificaciones en el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 
inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por 
Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio:  
 
Uno. Se modifican los apartados 4 y 6 y se añaden los apartados 7 y 8 al artículo 3, que quedan redactados de la siguiente 
forma:  
Artículo 3. Formación de los censos tributarios en el ámbito de competencias del Estado. 
1. El Censo de Obligados Tributarios estará formado por la totalidad de las personas o entidades que deban tener un número de 
identificación fiscal para sus relaciones de naturaleza o con trascendencia tributaria de acuerdo con lo establecido en el artículo 
18 de este reglamento. 
2. El Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores estará formado por las personas o entidades que desarrollen o vayan 
a desarrollar en territorio español alguna de las actividades u operaciones que se mencionan a continuación: 
a) Actividades empresariales o profesionales. Se entenderá por tales aquellas cuya realización confiera la condición de 
empresario o profesional, incluidas las agrícolas, forestales, ganaderas o pesqueras. 
No se incluirán en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores quienes efectúen exclusivamente arrendamientos de 
inmuebles exentos del Impuesto sobre el Valor Añadido, conforme al artículo 20.uno.23.º de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, siempre que su realización no constituya el desarrollo de una actividad empresarial de 
acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Tampoco se incluirán 
en este censo quienes efectúen entregas a título ocasional de medios de transporte nuevos exentas del Impuesto sobre el Valor 
Añadido en virtud de lo dispuesto en el artículo 25.uno y dos de su ley reguladora, y adquisiciones intracomunitarias de bienes 
exentas en virtud de lo dispuesto en el artículo 26.tres de la misma ley. 
b) Abono de rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta. 
c) Adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido efectuadas por quienes no actúen como 
empresarios o profesionales. 
También se integrarán en este censo las personas o entidades no residentes en España de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 6 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2004, de 5 de marzo, que operen en territorio español mediante establecimiento permanente o satisfagan en dicho territorio 
rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta, y las entidades a las que se refiere el párrafo c) del artículo 5 de la citada ley. 
De igual forma, quedarán integradas en este censo las personas o entidades no establecidas en territorio español cuando sean 
contribuyentes del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales, así como las personas o entidades no establecidas en el 
territorio de aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido cuando sean sujetos pasivos de dicho impuesto. 
Asimismo, formarán parte de este censo las personas o entidades que no cumplan ninguno de los requisitos previstos en este 
apartado pero sean socios, herederos, comuneros o partícipes de entidades en régimen de atribución de rentas que desarrollen 
actividades empresariales o profesionales y tengan obligaciones tributarias derivadas de su condición de miembros de tales 
entidades. 
El Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores formará parte del Censo de Obligados Tributarios. 
3. El Registro de operadores intracomunitarios estará formado por las personas o entidades que tengan asignado el número de 
identificación fiscal regulado a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido en el artículo 25 de este reglamento y que se 
encuentren en alguno de los siguientes supuestos: 
a) Las personas o entidades que vayan a efectuar entregas o adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas a dicho tributo. 
b) Las personas o entidades a las que se refiere el artículo 14 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, cuando vayan a realizar adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas a dicho impuesto. En tal caso, la inclusión 
en este registro determinará la asignación a la persona o entidad solicitante del número de identificación fiscal regulado en el 
artículo 25 de este reglamento. 
La circunstancia de que las personas o entidades a que se refiere el artículo 14 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, dejen de estar incluidas en el Registro de operadores intracomunitarios, por producirse el 
supuesto de que las adquisiciones intracomunitarias de bienes que realicen resulten no sujetas al impuesto en atención a lo 
establecido en dicho precepto, determinará la revocación automática del número de identificación fiscal específico regulado en 
el artículo 25 de este reglamento. 



Proyecto de Real Decreto por el que se modifican el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003 …… 

 

 

 18 

c) Los empresarios o profesionales que sean destinatarios de servicios prestados por empresarios o profesionales no 
establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido respecto de los cuales sean sujetos pasivos. 
d) Los empresarios o profesionales que presten servicios que, conforme a las reglas de localización, se entiendan realizados en 
el territorio de otro Estado miembro cuando el sujeto pasivo sea el destinatario de los mismos. 
Este registro formará parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. 
 

4. El Registro de exportadores y otros operadores 
económicos en régimen comercial estará integrado por los 
empresarios o profesionales que tengan derecho al 
procedimiento de devolución que se regula en el artículo 30 
del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 
Este registro formará parte del Censo de Empresarios, 
Profesionales y Retenedores. 

“4. El Registro de devolución mensual a que se refiere el 
artículo 30 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 
de diciembre, estará integrado por los empresarios o 
profesionales que tengan derecho al procedimiento de 
devolución que se regula en el referido artículo 30 de 
dicho Reglamento.  
Este registro formará parte del Censo de Empresarios, 
Profesionales y Retenedores.”.  

5. El Registro de grandes empresas estará formado por aquellos obligados tributarios cuyo volumen de operaciones supere la 
cifra de 6.010.121,04 euros durante el año natural inmediato anterior, calculado conforme a lo dispuesto en el artículo 121 de la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, incluso cuando desarrollen su actividad fuera del territorio 
de aplicación de este impuesto. 
Este registro formará parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. 

6. El Registro territorial de los impuestos especiales de 
fabricación estará integrado por las personas y 
establecimientos a que se refiere el artículo 40 del 
Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el 
Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio, y se regirá por lo 
establecido en dicho Reglamento de los Impuestos 
Especiales y, en lo no previsto en el mismo, por las 
disposiciones de este reglamento relativas a las 
obligaciones de carácter censal. 
 

“6. El Registro territorial de los impuestos especiales de 
fabricación estará integrado por las personas y entidades 
a que se refieren los artículos 40, 138 y 146 del 
Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por 
el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio.  

 7. El Registro de extractores de depósitos fiscales de 
productos incluidos en los ámbitos objetivos de los 
Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre 
Hidrocarburos estará integrado por las personas o 
entidades, cualquiera que sea su condición, que 
extraigan de los depósitos fiscales los productos 
incluidos en los ámbitos objetivos respectivos de los 
Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre 
Hidrocarburos.  
La extracción, de acuerdo con el apartado quinto del 
Anexo de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, se producirá 
siempre que se produzca el abandono del régimen de 
depósito fiscal y, consiguientemente, se determine para 
el extractor el devengo de una operación asimilada a la 
importación de bienes del Impuesto sobre el Valor 
Añadido. Igualmente, se entenderá a estos efectos 
extracción, y se exigirá la inscripción en este registro de 
la persona o entidad que lo realice, cuando se produzca 
una salida en régimen suspensivo con destino a otro 
depósito fiscal. No se exigirá el registro cuando la 
extracción determine la realización de una operación 
exenta del Impuesto sobre el Valor Añadido.  
Lo dispuesto en el párrafo anterior será independiente de 
la persona o entidad a cuyo favor preste servicios el 
depósito fiscal. En aquellos casos en los que dicha 
persona o entidad autorice a otra a la retirada de 
productos, el autorizado también deberá inscribirse en el 
Registro a que se refiere el citado párrafo anterior.  
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La inclusión en dicho Registro, que formará parte del 
Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, se 
realizará previa solicitud del interesado, especificando el 
tipo de producto al que se refiera, en la forma prevista 
para la declaración de alta o de modificación de datos 
censales.  

 8. El Registro territorial del Impuesto sobre Gases 
Fluorados de Efecto Invernadero estará integrado por las 
personas y entidades a que se refiere el artículo 2 del 
Reglamento del Impuesto sobre los Gases Fluorados de 
Efecto Invernadero, aprobado por el Real Decreto 
1042/2013, de 27 de diciembre.”. 

 
Dos. Se añade un número 10º a la letra b) del artículo 5, con la siguiente redacción, pasando los actuales números 10º 
y 11º a numerarse como 11º y 12º, respectivamente:  
Artículo 5. Contenido del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. 
En el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, además de los datos mencionados en el artículo 4 de este 
reglamento, para cada persona o entidad constará la siguiente información: 
a) Las declaraciones o autoliquidaciones que deba presentar periódicamente por razón de sus actividades empresariales o 
profesionales, o por satisfacer rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta, en los términos previstos en la orden a que se 
refiere el artículo 13 de este reglamento. 
b) Su situación tributaria en relación con los siguientes extremos: 
1.º La condición de entidad total o parcialmente exenta a efectos del Impuesto sobre Sociedades, de acuerdo con el artículo 9 
del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. 
2.º La opción o la renuncia al régimen fiscal especial previsto en el título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 
3.º El método de determinación del rendimiento neto de las actividades económicas que desarrolle y, en su caso, la modalidad 
aplicada en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
4.º La inclusión, renuncia, revocación de la renuncia o exclusión del método de estimación objetiva o de la modalidad simplificada 
del régimen de estimación directa en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
5.º La sujeción del obligado tributario al régimen general o a algún régimen especial en el Impuesto sobre el Valor Añadido. 
6.º La inclusión, renuncia, revocación de la renuncia o exclusión del régimen simplificado, del régimen especial de la agricultura, 
ganadería y pesca y del régimen especial del criterio de caja del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
7.º La inclusión o baja en el Registro de operadores intracomunitarios. 
8.º La inclusión o baja en el Registro de devolución mensual a que se refiere el artículo 30 del Reglamento del Impuesto sobre 
el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 
9.º La inclusión o baja en el Registro de grandes empresas. 

 “10.º La inclusión o baja en el Registro de extractores de 
depósitos fiscales de productos incluidos en los ámbitos 
objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas 
Derivadas o sobre Hidrocarburos.”.  

10.º 11.º La clasificación de las actividades económicas desarrolladas de acuerdo con la codificación prevista en el Real Decreto 
475/2007, de 13 de abril, por el que se aprueba la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 2009 (CNAE-2009). 
11.º 12º La relación, en su caso, de los establecimientos o locales en los que desarrolle sus actividades económicas, con 
identificación de la comunidad autónoma, provincia, municipio, dirección completa y la referencia catastral de cada uno de ellos. 
c) El número de teléfono y, en su caso, la dirección de correo electrónico y el nombre de dominio o dirección de Internet, mediante 
el cual desarrolle, total o parcialmente, sus actividades. 
 
Tres. Se añade la letra v) al apartado 3 del artículo 9, con la siguiente redacción:  
Artículo 9. Declaración de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. 
1. Quienes hayan de formar parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores deberán presentar una declaración 
de alta en dicho censo. 
2. La declaración de alta deberá incluir los datos recogidos en los artículos 4 a 8 de este reglamento, ambos inclusive. 
3. Asimismo, esta declaración servirá para los siguientes fines: 
a) Solicitar la asignación del número de identificación fiscal provisional o definitivo, con independencia de que la persona jurídica 
o entidad solicitante no esté obligada, por aplicación de lo dispuesto en el apartado 1 anterior, a la presentación de la declaración 
censal de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. La asignación del número de identificación fiscal, a 
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solicitud del interesado o de oficio, determinará la inclusión automática en el Censo de Obligados Tributarios de la persona o 
entidad de que se trate. 
b) Comunicar el régimen general o especial aplicable en el Impuesto sobre el Valor Añadido. 
c) Renunciar al método de estimación objetiva y a la modalidad simplificada del método de estimación directa en el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas o a los regímenes especiales simplificado, y de la agricultura, ganadería y pesca del 
Impuesto sobre el Valor Añadido. 
d) Indicar, a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, si el inicio de la realización habitual de las entregas de bienes o 
prestaciones de servicios que constituyen el objeto de la actividad será posterior al comienzo de la adquisición o importación de 
bienes o servicios destinados al desarrollo de la actividad empresarial o profesional. 
e) Proponer a la Agencia Estatal de Administración Tributaria el porcentaje provisional de deducción a que se refiere el artículo 
111.dos de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
f) Optar por la determinación de la base imponible mediante el margen de beneficio global en el régimen especial de los bienes 
usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección a que se refiere el apartado dos del artículo 137 de la Ley 37/1992, 
de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
g) Solicitar la inclusión en el Registro de operadores intracomunitarios. 
h) Optar por la no sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las entregas de bienes a que se refiere el artículo 68.Cuatro 
de la ley de dicho impuesto, en relación con lo previsto en el artículo 73 de esa ley. 
i) Comunicar la sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las entregas de bienes a que se refieren el artículo 68.Tres.a) y 
cinco de la ley de dicho impuesto, siempre que el declarante no se encuentre ya registrado en el censo. 
j) Optar por la aplicación de la regla de prorrata especial en el Impuesto sobre el Valor Añadido, prevista en el artículo 103.dos.1.º 
de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
k) Optar por la determinación del pago fraccionado del Impuesto sobre Sociedades, de acuerdo con la modalidad prevista en el 
artículo 40.3 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. 
l) Comunicar el periodo de liquidación de las autoliquidaciones de retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas, del Impuesto sobre la Renta de no Residentes y del Impuesto sobre Sociedades, en atención a la 
cuantía de su último presupuesto aprobado cuando se trate de retenedores u obligados a ingresar a cuenta que tengan la 
consideración de Administraciones públicas, incluida la Seguridad Social. 
m) Optar por la aplicación del régimen general previsto para los establecimientos permanentes, en los términos del artículo 
18.5.b) del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2004, de 5 de marzo, para aquellos establecimientos permanentes cuya actividad en territorio español consista en obras de 
construcción, instalación o montaje cuya duración exceda de seis meses, actividades o explotaciones económicas de temporada 
o estacionales, o actividades de exploración de recursos naturales. 
n) Optar por el régimen fiscal especial previsto en el título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 
ñ) Comunicar aquellos otros hechos y circunstancias de carácter censal previstos en la normativa tributaria o que determine el 
Ministro de Economía y Hacienda. 
o) Comunicar la condición de empresario o profesional revendedor de los bienes a que se refiere el artículo 84.Uno.2.ºg) de la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
p) Optar por la aplicación del diferimiento del ingreso de las cuotas de Impuesto sobre el Valor Añadido en las operaciones de 
importación liquidadas por la Aduana, a que se refiere el artículo 167.Dos de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido. 
q) Optar por la llevanza de los libros registro del Impuesto sobre el Valor Añadido a través de la Sede electrónica de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria de acuerdo con lo previsto en el artículo 62.6 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido. 
r) Comunicar la opción por el cumplimiento de la obligación de expedir factura por los destinatarios de las operaciones o por 
terceros, en los términos del artículo 5.1 del Reglamento por el que se aprueban las obligaciones de facturación, aprobado por 
el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, en el caso de las personas y entidades a que se refiere el artículo 62.6 del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
s) Optar por la no sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las prestaciones de servicios a que se refiere el artículo 
70.Uno.8.º de la ley de dicho impuesto, en relación con lo previsto en el artículo 73 de esa ley. 
t) Comunicar la sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las prestaciones de servicios a que se refiere el artículo 
70.Uno.4.ºa) de la ley de dicho impuesto, siempre que el declarante no se encuentre ya registrado en el censo. 
u) Comunicar la condición de contribuyente del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales a que se refiere el artículo 8 de 
la Ley 4/2020, de 15 de octubre, del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales. 

 “v) Solicitar la inclusión en el Registro de extractores de 
depósitos fiscales de productos incluidos en los ámbitos 
objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas 
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Derivadas o sobre Hidrocarburos en los términos 
previstos en el artículo 3.7 de este reglamento.".  

4. Esta declaración deberá presentarse, según los casos, con anterioridad al inicio de las correspondientes actividades, a la 
realización de las operaciones, al nacimiento de la obligación de retener o ingresar a cuenta sobre las rentas que se satisfagan, 
abonen o adeuden o a la concurrencia de las circunstancias previstas en este artículo. 
A efectos de lo dispuesto en este reglamento, se entenderá producido el comienzo de una actividad empresarial o profesional 
desde el momento que se realicen cualesquiera entregas, prestaciones o adquisiciones de bienes o servicios, se efectúen cobros 
o pagos o se contrate personal laboral, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios. 
 
Cuatro. Se modifican las letras h), k) y t) y se añade una letra u) al apartado 2 y se añade una letra f) al apartado 4, del 
artículo 10, que quedan redactadas de la siguiente forma:  
Artículo 10. Declaración de modificación en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. 
1. Cuando se modifique cualquiera de los datos recogidos en la declaración de alta o en cualquier otra declaración de 
modificación posterior, el obligado tributario deberá comunicar a la Administración tributaria, mediante la correspondiente 
declaración, dicha modificación. 
2. Esta declaración, en particular, servirá para: 
a) Comunicar el cambio de domicilio fiscal, de acuerdo con lo previsto en el artículo 48.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, por las personas jurídicas y demás entidades, así como por las personas físicas incluidas en el Censo de 
Empresarios, Profesionales y Retenedores. 
b) Comunicar la variación de cualquiera de los datos y situaciones tributarias recogidas en los artículos 4 a 9 de este reglamento, 
ambos inclusive. 
c) Comunicar el inicio de la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a 
actividades empresariales o profesionales, cuando la declaración de alta se hubiese formulado indicando que el inicio de la 
realización de dichas entregas de bienes o prestaciones de servicios se produciría con posterioridad al comienzo de la adquisición 
o importación de bienes o servicios destinados a la actividad. 
Asimismo, la declaración de modificación servirá para comunicar el comienzo de la realización habitual de las entregas de bienes 
o prestaciones de servicios correspondientes a una nueva actividad constitutiva de un sector diferenciado a efectos del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, cuando se haya presentado previamente una declaración censal mediante la que se comunique que el 
inicio de la realización de las entregas de bienes y prestaciones de servicios en desarrollo de dicha nueva actividad se produciría 
con posterioridad al comienzo de la adquisición o importación de bienes o servicios destinados a aquella. 
d) Optar por la determinación de la base imponible mediante el margen de beneficio global en el régimen especial de los bienes 
usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección a que se refiere el apartado dos del artículo 137 de la Ley 37/1992, 
de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
e) Solicitar la inclusión en el Registro de operadores intracomunitarios cuando se vayan a producir, una vez presentada la 
declaración censal de alta, las circunstancias que lo requieran previstas en el artículo 3.3 de este reglamento. 
Los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido que cesen en el desarrollo de las actividades sujetas al mismo sin que 
ello determine su baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, y las personas o entidades que durante los 
12 meses anteriores no hayan realizado entregas o adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas al Impuesto sobre el Valor 
Añadido o no hayan prestado o sido destinatarios de las prestaciones de servicios a que se refieren los párrafos c) y d) del 
artículo 3.3 de este reglamento, deberán presentar, asimismo, una declaración censal de modificación solicitando la baja en el 
Registro de operadores intracomunitarios. 
f) Optar por la no sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las entregas de bienes a que se refiere el artículo 68.Cuatro de 
la ley de dicho impuesto, en relación con lo previsto en el artículo 73 de esa ley. 
g) Comunicar la sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las entregas a que se refieren el artículo 68.Tres.a) y cinco de 
la ley de dicho impuesto. 

h) Revocar las opciones o modificar las solicitudes a que se 
refieren los párrafos d), e), f), p), q) y r) de este apartado y los 
párrafos f), h), q), r) y s) del artículo 9.3 de este Reglamento, 
así como la comunicación de los cambios de las situaciones 
a que se refieren los párrafos g) y s) de este apartado y los 
párrafos i), o) y t) del artículo 9.3 de este Reglamento. 

“h) Revocar las opciones o modificar las solicitudes a 
que se refieren los párrafos d), e), f), p), q), r) y t) de este 
apartado y los párrafos f), h), q), r), s) y v) del artículo 9.3 
de este Reglamento, así como la comunicación de los 
cambios de las situaciones a que se refieren los párrafos 
g) y s) de este apartado y los párrafos i), o) y t) del artículo 
9.3 de este Reglamento.”.  

i) Comunicar la adquisición o pérdida de la condición de contribuyente del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales a 
que se refiere el artículo 8 de la Ley 4/2020, de 15 de octubre, del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales. 
j) En el caso de aquellos que, teniendo ya la condición de empresarios o profesionales por venir realizando actividades de tal 
naturaleza, inicien una nueva actividad empresarial o profesional  constituya o no, a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
un sector diferenciado respecto de las actividades que venían desarrollando con anterioridad, y se encuentren en cualesquiera 
de las circunstancias que se indican a continuación, para comunicar a la Administración su concurrencia: 
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1.º Que ejercen la opción por la regla de prorrata especial prevista en el artículo 103.dos.1.º de la Ley 37/1992, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
2.º Que en los casos de inicio de actividad que constituya un sector diferenciado, el comienzo de la realización habitual de las 
entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a la nueva actividad se producirá con posterioridad al comienzo 
de la adquisición o importación de bienes o servicios destinados a su desarrollo y resulte aplicable el régimen de deducción 
previsto en los artículos 111, 112 y 113 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. En este 
caso, la declaración contendrá también la propuesta del porcentaje provisional de deducción a que se refiere el citado artículo 
111.dos de dicha ley. 

k) Solicitar la inclusión en el Registro de exportadores y 
otros operadores económicos en régimen comercial, así 
como la baja en dicho registro, de acuerdo con el artículo 
30 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

“k) Solicitar la inclusión en el Registro de devolución 
mensual a que se refiere el artículo 30 del Reglamento del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real 
Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, así como la baja en 
dicho registro.”.  

l) Comunicar a la Administración tributaria el cambio de periodo de liquidación en el Impuesto sobre el Valor Añadido y a efectos 
de las autoliquidaciones de retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes y del Impuesto sobre Sociedades por estar incluidos en el Registro de grandes empresas 
regulado en el artículo 3 de este reglamento, o en atención a la cuantía de su último presupuesto aprobado cuando se trate de 
retenedores u obligados a ingresar a cuenta que tengan la consideración de Administraciones públicas, incluida la Seguridad 
Social. 
m) Optar o renunciar a la opción para determinar el pago fraccionado del Impuesto sobre Sociedades, de acuerdo con la 
modalidad prevista en el artículo 40.3 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. 
n) Renunciar a la aplicación del régimen de consolidación fiscal en el caso de los grupos fiscales que hayan ejercitado esta 
opción. 
ñ) Optar o renunciar al régimen fiscal especial previsto en el título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 
o) Solicitar la rectificación de datos personales a que se refiere el artículo 2.5 de este reglamento. 
p) Optar por la llevanza de los libros registro del Impuesto sobre el Valor Añadido a través de la Sede electrónica de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria de acuerdo con lo previsto en el artículo 62.6 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido. 
q) Comunicar la opción del cumplimiento de la obligación de expedir factura por los destinatarios de las operaciones o por 
terceros, en los términos del artículo 5.1 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el 
Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, en el caso de las personas y entidades a que se refiere el artículo 62.6 del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
r) Optar por la no sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las prestaciones de servicios a que se refiere el artículo 
70.uno.8.º de la Ley de dicho impuesto en relación con lo previsto en el artículo 73 de esa ley. 
s) Comunicar la sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las prestaciones de servicios a que se refiere el artículo 
70.Uno.4.º.a) de la ley de dicho impuesto, siempre que el declarante no se encuentre ya registrado en el censo. 

 “t) Solicitar la inclusión en el Registro de extractores de 
depósitos fiscales de productos incluidos en los ámbitos 
objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas 
Derivadas o sobre Hidrocarburos cuando se vayan a 
producir, una vez presentada la declaración censal de 
alta, las circunstancias que lo requieran, así como la baja 
en dicho registro, en los términos previstos en el artículo 
3.7 de este reglamento.  

t) Comunicar otros hechos y circunstancias de carácter 
censal previstos en las normas tributarias o que determine la 
persona titular del Ministerio de Hacienda. 

u) Comunicar otros hechos y circunstancias de carácter 
censal previstos en las normas tributarias o que determine la 
persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública.”  

3. Esta declaración no será necesaria cuando la modificación de uno de los datos que figuren en el censo se haya producido por 
iniciativa de un órgano de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 
4. La declaración deberá presentarse en el plazo de un mes desde que se hayan producido los hechos que determinan su 
presentación, salvo en los casos que se indican a continuación: 
a) En los supuestos en que la normativa propia de cada tributo o la del régimen fiscal aplicable establezca plazos específicos, la 
declaración se presentará de conformidad con estos. 
b) Las declaraciones a que se refiere el apartado 2.j).1.º de este artículo, deberán presentarse con anterioridad al momento en 
que se inicie la nueva actividad empresarial que vaya a constituir, a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, un sector 
diferenciado de actividad respecto de las que se venían desarrollando con anterioridad. 
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c) La comunicación prevista en el apartado 2.l) de este artículo se formulará en el plazo general y, en cualquier caso, antes del 
vencimiento del plazo para la presentación de la primera declaración periódica afectada por la variación puesta en conocimiento 
de la Administración tributaria o que hubiese debido presentarse de no haberse producido dicha variación. 
d) La solicitud a que se refiere el primer párrafo del apartado 2.e) de este artículo deberá presentarse con anterioridad al momento 
en el que se produzcan las circunstancias previstas en el artículo 3.3 de este reglamento. 
e) Cuando el Ministro de Economía y Hacienda establezca un plazo especial atendiendo a las circunstancias que concurran en 
cada caso. 

 “f) La solicitud de inclusión en el Registro de extractores 
de depósitos fiscales de productos incluidos en los 
ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y 
Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos deberá 
producirse cuando se den las circunstancias previstas en 
el artículo 3.7 de este reglamento.”.  

 
Cinco. Se modifica el apartado 3 del artículo 39, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 39. Obligación de informar acerca de valores, seguros y rentas. 
1. Las entidades que sean depositarias de valores mobiliarios deberán suministrar a la Administración tributaria, mediante la 
presentación de una declaración anual, la siguiente información respecto de los valores en ellas depositados: 
a) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa y número de identificación fiscal de las personas o entidades 
titulares, a 31 de diciembre de cada año, de acciones y participaciones en el capital o en los fondos propios de entidades jurídicas, 
negociadas en mercados organizados. Asimismo, se informará sobre el número y clase de acciones y participaciones de las que 
sean titulares, de su valor nominal, así como de su valor conforme a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 19/1991, de 6 de 
junio, del Impuesto sobre el Patrimonio. 
b) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa y número de identificación fiscal de las personas o entidades 
titulares, a 31 de diciembre de cada año, de los valores representativos de la cesión a terceros de capitales propios negociados 
en mercados organizados. Asimismo, se informará sobre el número y clase de valores de los que sean titulares, así como de su 
valor, conforme a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio. 
2. Las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva, las entidades comercializadoras en España y los 
representantes de las entidades gestoras que operen en régimen de libre prestación de servicios, deberán suministrar a la 
Administración tributaria, mediante la presentación de una declaración anual, el nombre y apellidos o razón social o denominación 
completa y número de identificación fiscal de las personas o entidades titulares, a 31 de diciembre, de acciones y participaciones 
en el capital social o fondo patrimonial de las correspondientes instituciones de inversión colectiva. Asimismo, se informará sobre 
el número y clase de acciones y participaciones de las que sean titulares y, en su caso, compartimiento al que pertenezcan, así 
como de su valor liquidativo a 31 de diciembre. Asimismo, en el caso de comercialización transfronteriza de acciones o 
participaciones de instituciones de inversión españolas, la obligación de suministro de información corresponderá a la entidad 
comercializadora extranjera que figure como titular, por cuenta de terceros no residentes, de tales acciones o participaciones, de 
acuerdo con lo establecido en el párrafo c) del apartado 3 de la disposición adicional única del Reglamento del Impuesto sobre 
la Renta de no Residentes, sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a la gestora o sociedad de inversión ante la 
Administración tributaria, de conformidad con lo dispuesto en la citada disposición adicional única. 
En el caso de acciones o participaciones en instituciones de inversión colectiva, admitidas a negociación en un mercado 
secundario o sistema organizado de negociación de valores, la obligación de suministro de la información a que se refiere el 
párrafo anterior corresponderá a la entidad que sea depositaria de dichas acciones o participaciones. 

3. Las entidades aseguradoras, incluidas las entidades 
aseguradoras domiciliadas en otro Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo que operen en España en 
régimen de libre prestación de servicios, así como las 
entidades financieras, deberán presentar una declaración 
anual comprensiva de la siguiente información: 
a) Nombre y apellidos y número de identificación fiscal de los 
tomadores de un seguro de vida a 31 de diciembre, con 
indicación de su valor de rescate a dicha fecha. 
 
 
 
 
b) Nombre y apellidos y número de identificación fiscal de las 
personas que sean beneficiarias a 31 de diciembre de una 
renta temporal o vitalicia, como consecuencia de la entrega 

«3. Las entidades aseguradoras, incluidas las entidades 
aseguradoras domiciliadas en otro Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo que operen en España en 
régimen de libre prestación de servicios, así como las 
entidades financieras, deberán presentar una declaración 
anual comprensiva de la siguiente información:  
a) Nombre y apellidos y número de identificación fiscal de los 
tomadores de un seguro de vida a 31 de diciembre, con 
indicación de su valor de rescate a dicha fecha, o en su caso, 
con indicación del valor de la provisión matemática a 31 
de diciembre, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 
Uno del artículo 17 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del 
Impuesto sobre el Patrimonio.  
b) Nombre y apellidos y número de identificación fiscal de las 
personas que sean beneficiarias a 31 de diciembre de una 
renta temporal o vitalicia, como consecuencia de la entrega 
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de un capital en dinero, bienes muebles o inmuebles, con 
indicación de su valor de capitalización a dicha fecha, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 19/1991, 
de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio. 
 

de un capital en dinero, bienes muebles o inmuebles, con 
indicación de su valor de capitalización a dicha fecha, de 
acuerdo con lo dispuesto en el apartado Dos del artículo 17 
de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio.  
En caso de percepción de rentas temporales o vitalicias 
que deriven de un seguro de vida, se informará del 
nombre y apellidos y número de identificación fiscal del 
perceptor de la renta a 31 de diciembre, salvo que el 
tomador del seguro sea persona distinta del perceptor de 
la renta y conserve el derecho de rescate, en cuyo caso 
se informará del nombre y apellidos y número de 
identificación fiscal del tomador en la citada fecha.  
En los supuestos previstos en el párrafo anterior, se 
indicará el valor de rescate a 31 diciembre o, en su caso, 
el valor de la provisión matemática en la citada fecha de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 
19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio.»  

 
 
Seis. Se introduce un nuevo artículo 39 bis con la siguiente redacción:  

«Artículo 39 bis. Obligación de informar sobre saldos en monedas virtuales.  

1. Las personas y entidades residentes en España y los establecimientos permanentes en territorio español de personas 

o entidades residentes en el extranjero, que proporcionen servicios para salvaguardar claves criptográficas 

privadas en nombre de terceros, para mantener, almacenar y transferir monedas virtuales, ya se preste dicho 

servicio con carácter principal o en conexión con otra actividad, vendrán obligadas a presentar una declaración 

informativa anual referente a la totalidad de las monedas virtuales respecto de las que salvaguarden las claves 

criptográficas privadas, en los términos que establezca la orden ministerial por la que se apruebe el modelo 

correspondiente.  

2. La información a suministrar a la Administración tributaria comprenderá el nombre y apellidos o razón social o 

denominación completa y número de identificación fiscal de las personas o entidades a quienes correspondan en algún 

momento del año las claves criptográficas privadas, ya sea como titulares, autorizados o beneficiarios, las claves 

públicas vinculadas a dichas claves privadas y los saldos a 31 de diciembre.  

La información relativa a los saldos incluirá, para cada moneda virtual, el tipo de moneda virtual, el número de unidades 

de moneda virtual a 31 de diciembre y su valoración en euros. A efectos de determinar el número de unidades de cada 

tipo de moneda virtual existentes a 31 de diciembre, se indicará el número de unidades existentes al inicio del año y el 

número total de unidades que se han recibido y enviado durante el año en relación con cada clave pública y moneda 

virtual.  

Para efectuar la valoración en euros, los sujetos obligados tomarán la cotización media a 31 de diciembre que ofrezcan 

las principales plataformas de negociación o, en su defecto, se servirán de mecanismos comúnmente utilizados de 

valoración que proporcionen una estimación razonable del valor de mercado en euros de la moneda virtual a 31 de 

diciembre. A este respecto, se indicará la cotización o valor utilizado para efectuar tal valoración.  

Asimismo, se deberá informar de los saldos a 31 de diciembre de moneda fiduciaria que, en su caso, mantengan por 

cuenta de terceros, respecto de los que proporcionarán los mismos datos identificativos de su titular, autorizado o 

beneficiario a que se refiere el primer párrafo de este apartado, así como su valoración en euros cuando la moneda sea 

distinta del euro.  

3. En el caso de que las personas o entidades a las que se refiere el apartado 1 de este artículo hayan dejado de prestar 

el servicio de salvaguarda de claves criptográficas privadas respecto de las personas o entidades a las que se refiere 

el apartado 2 de este artículo, se informará de esta circunstancia, sin perjuicio de que se suministre igualmente la 

información a la que se refiere el citado apartado 2.  



Proyecto de Real Decreto por el que se modifican el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003 …… 

 

 

 25 

4. A los efectos de este artículo, el concepto de moneda virtual se entenderá según lo dispuesto en el artículo 1.5 de la 

Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.»  

 

Siete. Se introduce un nuevo artículo 39 ter con la siguiente redacción:  

«Artículo 39 ter. Obligación de informar sobre operaciones con monedas virtuales. 

1. Las personas y entidades residentes en España y los establecimientos permanentes en territorio español de personas 

o entidades residentes en el extranjero, que proporcionen servicios de cambio entre monedas virtuales y moneda 

fiduciaria o entre diferentes monedas virtuales, intermedien de cualquier forma en la realización de dichas 

operaciones o proporcionen servicios para salvaguardar claves criptográficas privadas en nombre de 

terceros, para mantener, almacenar y transferir monedas virtuales, vendrán obligadas a presentar una 

declaración informativa anual referente a las operaciones de adquisición, transmisión, permuta y 

transferencia de monedas virtuales, sea cual sea la contraprestación pactada, en su caso, así como los cobros 

y pagos realizados en dichas monedas, en las que intervengan o medien, en los términos que establezca la orden 

ministerial por la que se apruebe el modelo correspondiente.  

2. La información a suministrar a la Administración tributaria comprenderá el nombre y apellidos o razón social o 

denominación completa y número de identificación fiscal de los sujetos que efectúen las operaciones señaladas en el 

apartado anterior, con indicación de su fecha de registro inicial en la plataforma de los sujetos obligados a presentar la 

declaración informativa.  

Respecto de cada operación, la información a suministrar a la Administración tributaria comprenderá el tipo de 

operación, la fecha de la operación, las claves públicas o direcciones públicas de origen y destino asociadas a las 

monedas virtuales recibidas o entregadas, el tipo y el número de unidades de moneda virtual adquirida, transmitida, 

permutada o transferida, el valor en euros por el que se efectúa la operación y, en su caso, las comisiones y gastos 

asociados a la operación y que vaya a percibir el sujeto obligado a proporcionar la información.  

En el caso de que exista contraprestación, y el sujeto obligado a proporcionar la información sea quien la satisfaga o 

perciba, intermedie en su percepción o entrega o tenga conocimiento de ella, se informará asimismo de si ésta consiste 

en moneda fiduciaria, en otra moneda o activo virtual, en bienes o servicios o en una combinación de las anteriores.  

Cuando la operación no lleve aparejada contraprestación en moneda fiduciaria en su totalidad, y, por tanto, resulte 

necesario efectuar la valoración de la operación en euros, los sujetos obligados tomarán la cotización media que 

ofrezcan las principales plataformas de negociación en la fecha en la que se haya efectuado la operación o, en su 

defecto, se servirán de mecanismos comúnmente utilizados de valoración que proporcionen una estimación razonable 

del valor de mercado en euros de la moneda virtual en la fecha en la que se haya efectuado la operación. A este respecto, 

se indicará la cotización o valor utilizado para efectuar tal valoración.  

3. Las personas y entidades residentes en España y los establecimientos permanentes en territorio español de personas 

o entidades residentes en el extranjero, que realicen ofertas iniciales de nuevas monedas virtuales, vendrán también 

obligadas a presentar esta declaración informativa anual con la información prevista en el apartado anterior referente a 

las entregas de nuevas monedas virtuales que efectúen a cambio de otras monedas virtuales o de moneda fiduciaria, 

en los términos que establezca la orden ministerial por la que se apruebe el modelo correspondiente.  

No obstante, cuando las ofertas iniciales de nuevas monedas virtuales se realicen con la intermediación de alguno de 

los sujetos obligados a que se refiere el apartado 1 de este artículo, la declaración informativa anual deberá realizarla 

este último, cualquiera que sea la residencia de la persona o entidad que realice la oferta inicial de nuevas monedas 

virtuales, e incluirá la identificación de ésta y la información prevista en el apartado anterior referente a todas las 

operaciones a las que se refiere el apartado 1 de este artículo que se efectúen, en su caso, en el marco de dicha oferta 

inicial, en los términos que establezca la orden ministerial por la que se apruebe el modelo correspondiente. 

4. A los efectos de este artículo, el concepto de moneda virtual se entenderá según lo dispuesto en el artículo 1.5 de la 

Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.»  
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Ocho. Se modifican el apartado 3 y la letra c) del apartado 4 del artículo 42 ter, que quedan redactados de la siguiente 
forma:  
Artículo 42 ter. Obligación de información sobre valores, derechos, seguros y rentas depositados, gestionados u 
obtenidas en el extranjero. 
1. Las personas físicas y jurídicas residentes en territorio español, los establecimientos permanentes en dicho territorio de 
personas o entidades no residentes y las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, deberán suministrar a la Administración tributaria, mediante la presentación de una declaración anual, 
información respecto de los siguientes bienes y derechos situados en el extranjero de los que resulten titulares o respecto de los 
que tengan la consideración de titular real conforme a lo previsto en el apartado 2 del artículo 4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril 
de 2010, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, a 31 de diciembre de cada año: 
i) Los valores o derechos representativos de la participación en cualquier tipo de entidad jurídica. 
ii) Los valores representativos de la cesión a terceros de capitales propios. 
iii) Los valores aportados para su gestión o administración a cualquier instrumento jurídico, incluyendo fideicomisos y «trusts» o 
masas patrimoniales que, no obstante carecer de personalidad jurídica, puedan actuar en el tráfico económico. 
La declaración informativa contendrá los siguientes datos: 
a) Razón social o denominación completa de la entidad jurídica, del tercero cesionario o identificación del instrumento o relación 
jurídica, según corresponda, así como su domicilio. 
b) Saldo a 31 de diciembre de cada año, de los valores y derechos representativos de la participación en el capital o en los 
fondos propios de entidades jurídicas. 
La información comprenderá el número y clase de acciones y participaciones de las que se sea titular, así como su valor. 
c) Saldo a 31 de diciembre de los valores representativos de la cesión a terceros de capitales propios. 
La información comprenderá el número y clase de valores de los que se sea titular, así como su valor. 
d) Saldo a 31 de diciembre de los valores aportados al instrumento jurídico correspondiente. 
La información comprenderá el número y clase de valores aportados, así como su valor. 
La obligación de información regulada en este apartado también se extiende a cualquier obligado tributario que hubiese sido 
titular o titular real de los valores y derechos a los que se refieren los párrafos b), c) y d) anteriores en cualquier momento del 
año al que se refiera la declaración y que hubiese perdido dicha condición a 31 de diciembre de ese año. En estos supuestos, 
la información a suministrar será la correspondiente a la fecha en la que dicha extinción se produjo. 
2. Los obligados tributarios a que se refiere el apartado anterior deberán suministrar a la Administración tributaria información, 
mediante la presentación de una declaración anual, de las acciones y participaciones en el capital social o fondo patrimonial de 
instituciones de inversión colectiva situadas en el extranjero de las que sean titulares o respecto de las que tengan la 
consideración de titular real conforme a lo previsto el apartado 2 del artículo 4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril de 2010, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 
La información comprenderá la razón social o denominación completa de la institución de inversión colectiva y su domicilio, así 
como el número y clase de acciones y participaciones y, en su caso, compartimiento al que pertenezcan, así como su valor 
liquidativo a 31 de diciembre. 
La obligación de información regulada en este apartado 2 se extiende a cualquier obligado tributario que hubiese sido titular o 
titular real de las acciones y participaciones en cualquier momento del año al que se refiera la declaración y que hubiese perdido 
dicha condición a 31 de diciembre de ese año. En estos supuestos, la información a suministrar será la correspondiente a la 
fecha en la que dicha extinción se produjo. 

3. Los obligados tributarios a que se refiere el apartado 
primero de este artículo deberán suministrar a la 
Administración tributaria información mediante una 
declaración anual sobre: 
a) Los seguros de vida o invalidez de los que resulten 
tomadores a 31 de diciembre de cada año cuando la entidad 
aseguradora se encuentre situada en el extranjero, con 
indicación de su valor de rescate a dicha fecha. 
 
 
 
 
 
 
 
b) Las rentas temporales o vitalicias de las que sean 
beneficiarios a 31 de diciembre, como consecuencia de la 
entrega de un capital en dinero, de derechos de contenido 

«3. Los obligados tributarios a que se refiere el apartado 
primero de este artículo deberán suministrar a la 
Administración tributaria información mediante una 
declaración anual sobre:  
a) Los seguros de vida o invalidez de los que resulten 
tomadores a 31 de diciembre de cada año cuando la entidad 
aseguradora se encuentre situada en el extranjero, con 
indicación de su valor de rescate a dicha fecha.  
No obstante, cuando el tomador no tenga la facultad de 
ejercer el derecho de rescate total a 31 de diciembre, se 
indicará el valor de la provisión matemática a dicha fecha.  
Lo dispuesto en el párrafo anterior no se aplicará a los 
seguros temporales que únicamente incluyan 
prestaciones en caso de fallecimiento o invalidez u otras 
garantías complementarias de riesgo.  
b) Las rentas temporales o vitalicias de las que sean 
beneficiarios a 31 de diciembre, como consecuencia de la 
entrega de un capital en dinero, de derechos de contenido 
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económico o de bienes muebles o inmuebles, a entidades 
situadas en el extranjero, con indicación de su valor de 
capitalización a dicha fecha. 
 
 
 
 
 
 
En los casos señalados en los párrafos a) y b) anteriores, se 
deberá identificar a la entidad aseguradora indicando la razón 
social o denominación completa y su domicilio. 

económico o de bienes muebles o inmuebles, a entidades 
situadas en el extranjero, con indicación de su valor de 
capitalización a dicha fecha.  
No obstante, cuando las citadas rentas procedan de un 
seguro de vida, se indicará el valor establecido en la letra 
a) anterior. En caso de que el tomador del seguro sea 
persona distinta del beneficiario de la renta y conserve el 
derecho de rescate, será dicho tomador el que 
suministrará a la Administración tributaria la citada 
información.  
En los casos señalados en los párrafos a) y b) anteriores, se 
deberá identificar a la entidad aseguradora indicando la razón 
social o denominación completa y su domicilio.» 

4. La obligación de información prevista en este artículo no resultará exigible en los siguientes supuestos: 
a) Cuando el obligado tributario sea una de las entidades a que se refiere el artículo 9.1 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, aprobado, por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. 
b) Cuando el obligado tributario sea una persona jurídica o entidad residente en territorio español o cuando sea un 
establecimiento permanente en España de no residentes, que tengan registrados en su contabilidad de forma individualizada los 
valores, derechos, seguros y rentas a que se refiere este artículo. 

c) Cuando los valores a los que se refieren cada uno de los 
apartados 1.b), 1.c) y 1.d), el valor liquidativo a que se refiere 
el apartado 2, el valor de rescate a que se refiere el apartado 
3.a) y el valor de capitalización señalado en el apartado 3.b), 
no superen, conjuntamente, el importe de 50.000 euros. En 
caso de superarse dicho límite conjunto deberá informarse 
sobre todos los títulos, activos, valores, derechos, seguros o 
rentas. 

«c) Cuando los valores a los que se refieren cada uno de los 
apartados 1.b), 1.c) y 1.d), el valor liquidativo a que se refiere 
el apartado 2, el valor de rescate o de la provisión 
matemática a que se refiere el apartado 3.a) y el valor de 
capitalización señalado en el apartado 3.b), no superen, 
conjuntamente, el importe de 50.000 euros. En caso de 
superarse dicho límite conjunto deberá informarse sobre 
todos los títulos, activos, valores, derechos, seguros o 
rentas.» 

5. Esta obligación deberá cumplirse entre el 1 de enero y el 31 de marzo del año siguiente a aquel al que se refiera la información 
a suministrar. 
La presentación de la declaración en los años sucesivos sólo será obligatoria cuando el valor conjunto para todos los valores 
previsto en el apartado 4.c) hubiese experimentado un incremento superior a 20.000 euros respecto del que determinó la 
presentación de la última declaración. 
En todo caso será obligatoria la presentación de la declaración en los supuestos previstos en el último párrafo del apartado 1 y 
en el último párrafo del apartado 2, respecto de los valores, derechos, acciones y participaciones respecto de los que se hubiese 
extinguido la titularidad a 31 de diciembre. 
Mediante orden ministerial se aprobará el correspondiente modelo de declaración. 
6. Las valoraciones a que se refieren los distintos apartados de este artículo deberán suministrarse calculadas conforme a las 
reglas establecidas en la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio. 
7. A efectos de lo dispuesto en la disposición adicional decimoctava de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
constituyen conjunto de datos los relativos a la identificación y domicilio de cada una de las entidades jurídicas, terceros 
cesionarios, instrumentos o relaciones jurídicas, instituciones de inversión colectiva y entidades aseguradoras a que se refieren 
los apartados 1.a), 2 y 3. 
A estos mismos efectos, tendrá la consideración de dato cada una de las informaciones exigidas en los apartados anteriores 
para cada tipo de elemento patrimonial individualizado conforme a continuación se indica: 
a) En el apartado 1.b), por cada clase de acción y participación. 
b) En el apartado 1.c), por cada clase de valor. 
c) En el apartado 1.d), por cada clase de valor. 
d) En el apartado 2, por cada clase de acción y participación. 
e) En el apartado 3.a), por cada seguro de vida. 
f) En el apartado 3.b), por cada renta temporal o vitalicia. 
También tendrá la consideración de dato cada uno de los saldos a que se refieren el último párrafo del apartado 1, por cada 
clase de valor, y el último párrafo del apartado 2, por cada clase de acción y participación. 



Proyecto de Real Decreto por el que se modifican el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003 …… 

 

 28 

 
Nueve. Se introduce un nuevo artículo 42 quater con la siguiente redacción:  

«Artículo 42 quater. Obligación de informar acerca de las monedas virtuales situadas en el extranjero.  

1. Las personas físicas y jurídicas residentes en territorio español, los establecimientos permanentes en dicho 

territorio de personas o entidades no residentes y las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 

de diciembre, General Tributaria, vendrán obligados a presentar una declaración informativa anual referente a la 

totalidad de las monedas virtuales situadas en el extranjero de las que se sea titular, o respecto de las cuales 

se tenga la condición de beneficiario, autorizado o de alguna otra forma se ostente poder de disposición, o de 

las que se sea titular real conforme a lo señalado en el último párrafo de este apartado, custodiadas por 

personas o entidades que proporcionan servicios para salvaguardar claves criptográficas privadas en nombre 

de terceros, para mantener, almacenar y transferir monedas virtuales, a 31 de diciembre de cada año.  

Dicha obligación también se extiende a quienes hayan sido titulares, autorizados, o beneficiarios de las citadas 

monedas virtuales, o hayan tenido poderes de disposición sobre las mismas, o hayan sido titulares reales en cualquier 

momento del año al que se refiera la declaración y que hubieran perdido dicha condición a 31 de diciembre de ese año. 

En estos supuestos, la información a suministrar será la correspondiente a la fecha en la que dicha extinción se produjo.  

A estos efectos, se entenderá por titular real quien tenga dicha consideración de acuerdo con lo previsto en el apartado 

2 del artículo 4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 

terrorismo, respecto de las monedas virtuales a nombre de las personas o instrumentos a que se refiere el citado 

apartado 2, cuando estos tengan su residencia o se encuentren constituidos en el extranjero.  

2. A los efectos de este artículo, el concepto de moneda virtual se entenderá según lo dispuesto en el artículo 1.5 de la 

Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.  

Las monedas virtuales se entenderán situadas en el extranjero cuando la persona o entidad o establecimiento 

permanente que las custodie proporcionando servicios para salvaguardar las claves criptográficas privadas en nombre 

de terceros, para mantener, almacenar y transferir dichas monedas no estuviera obligado a presentar la obligación de 

información a que se refiere el apartado 6 de la disposición adicional decimotercera de la Ley 35/2006, de 28 de 

noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos 

sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.  

3. La información a suministrar a la Administración tributaria comprenderá:  

a) El nombre y apellidos o la razón social o denominación completa y, en su caso, número de identificación fiscal del 

país de residencia fiscal de la persona o entidad que proporciona servicios para salvaguardar las claves criptográficas 

privadas en nombre de terceros, para mantener, almacenar y transferir las monedas virtuales, así como su domicilio.  

b) La clave pública, o, en su caso, claves públicas, vinculada a las monedas virtuales objeto de declaración.  

c) La identificación completa de cada tipo de moneda virtual.  

d) Los saldos de cada tipo de moneda virtual a 31 de diciembre expresados en unidades de moneda virtual y su 

valoración en euros.  

A efectos de determinar dichos saldos, se indicará el número de unidades de moneda virtual existentes al inicio del año 

y el número total de unidades que se han recibido y enviado durante el año en relación con cada clave pública y moneda 

virtual.  

Para efectuar la valoración en euros, los sujetos obligados tomarán la cotización que ofrezcan las principales 

plataformas de negociación o, en su defecto, se servirán de mecanismos comúnmente utilizados de valoración que 

proporcionen una estimación razonable del valor de mercado en euros de la moneda virtual. A este respecto, se indicará 

la cotización o valor utilizado para efectuar tal valoración.  

4. La información sobre saldos a 31 de diciembre deberá ser suministrada por quien tuviese la condición de titular, 

beneficiario, autorizado o por quien de alguna otra forma ostente poder de disposición sobre las citadas monedas 

virtuales o tenga la consideración de titular real a esa fecha.  

El resto de titulares, beneficiarios, autorizados, personas con poderes de disposición o titulares reales deberán indicar 

los saldos de las monedas virtuales en la fecha en la que dejaron de tener tal condición.  
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5. La obligación de información prevista en este artículo no resultará de aplicación respecto de las siguientes 

monedas virtuales: 

a) Aquellas de las que sean titulares las entidades a que se refiere el artículo 9.1 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, 

del Impuesto sobre Sociedades.  

b) Aquellas de las que sean titulares personas jurídicas y demás entidades residentes en territorio español, así como 

establecimientos permanentes en España de no residentes, registradas en su contabilidad de forma individualizada e 

identificadas por su denominación, valor y entidad de custodia y país o territorio en que se encuentren situadas.  

c) Aquellas de las que sean titulares las personas físicas residentes en territorio español que desarrollen una actividad 

económica y lleven su contabilidad de acuerdo con lo dispuesto en el Código de Comercio, registradas en dicha 

documentación contable de forma individualizada e identificadas por su denominación, valor y entidad de custodia y 

país o territorio en que se encuentren situadas.  

d) No existirá obligación de informar sobre ninguna moneda virtual cuando los saldos a 31 de diciembre a los 

que se refiere el apartado 3.d) valorados en euros no superen, conjuntamente, los 50.000 euros. En caso de 

superarse dicho límite conjunto deberá informarse sobre todas las monedas virtuales.  

6. Esta obligación deberá cumplirse entre el 1 de enero y el 31 de marzo del año siguiente a aquel al que se refiera la 

información a suministrar.  

La presentación de la declaración en los años sucesivos solo será obligatoria cuando el saldo conjunto a que se refiere 

el apartado 5.d) hubiese experimentado un incremento superior a 20.000 euros respecto del que determinó la 

presentación de la última declaración. 

 En todo caso será obligatoria la presentación de la declaración en los supuestos previstos en el último párrafo del 

apartado 4 respecto de las monedas virtuales a las que el mismo se refiere.  

Mediante orden ministerial se aprobará el correspondiente modelo de declaración.  

7. A efectos de lo establecido en la disposición adicional decimoctava de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria, constituyen distintos conjuntos de datos las informaciones a que se refieren el apartado 3.a) para cada 

entidad y el apartado 3.d) así como el último párrafo del apartado 4 para cada moneda virtual.  

A estos mismos efectos, tendrá la consideración de dato cada una de las informaciones a que se refieren los párrafos 

b) y c) del apartado 3 para cada moneda virtual».  

 
Diez. Se modifican los apartados 1, 3 y 4 del artículo 59, que quedan redactados de la siguiente forma:  
Artículo 59. Criterios de atribución de competencia en el ámbito de las Administraciones tributarias. 

1. Las normas de organización específica a que se refiere el 
artículo 84 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, atribuirán las competencias en la aplicación de los 
tributos, y podrán establecer los términos en los que el 
personal encargado de la aplicación de los tributos pueda 
realizar actuaciones fuera del ámbito competencial del órgano 
del que dependan. 
En el caso de obligados tributarios no residentes sin 
establecimiento permanente en España,  
será competente el órgano de la Administración tributaria en 
cuyo ámbito territorial tenga el domicilio el representante del 
obligado tributario, el responsable, el retenedor, el depositario 
o el gestor de los bienes o derechos, o el pagador de las 
rentas al no residente, sin perjuicio de lo previsto en la 
normativa propia de cada tributo 

«1. Las normas de organización específica a que se refiere el 
artículo 84 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, atribuirán las competencias en la aplicación de los 
tributos, y podrán establecer los términos en los que el 
personal encargado de la aplicación de los tributos pueda 
realizar actuaciones fuera del ámbito competencial del órgano 
del que dependan.  
En el caso de obligados tributarios no residentes sin 
establecimiento permanente en España, a falta de previsión 
en la norma de organización específica, será competente 
el órgano de la Administración tributaria en cuyo ámbito 
territorial tenga el domicilio el representante del obligado 
tributario, el responsable, el retenedor, el depositario o el 
gestor de los bienes o derechos, o el pagador de las rentas al 
no residente, sin perjuicio de lo previsto en la normativa propia 
de cada tributo.»  

2. En el ámbito de una misma Administración tributaria la comunicación de un cambio de domicilio fiscal, siempre que dicho 
criterio sea el que determine la competencia del órgano, o el cambio de adscripción a otro órgano, producirán los siguientes 
efectos en relación con la competencia de los órganos administrativos: 
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a) Las funciones de aplicación de los tributos, incluidas las relativas a obligaciones anteriores, se ejercerán a partir de ese 
momento por el órgano correspondiente al nuevo domicilio fiscal o por aquel que resulte destinatario del cambio de adscripción, 
respectivamente. 
b) Los procedimientos que se encuentren en curso de tramitación en el momento en que se produzca de manera efectiva el 
cambio de domicilio o de adscripción, serán continuados y finalizados por el nuevo órgano competente. A estos efectos se 
remitirán a dicho órgano los antecedentes que sean necesarios. 
No obstante, cuando se hubiera iniciado de oficio un procedimiento de aplicación de los tributos con anterioridad a la 
comunicación del nuevo domicilio, dicha comunicación surtirá efectos en relación con la competencia del órgano administrativo 
al mes siguiente de su presentación, salvo que durante dicho plazo la Administración tributaria inicie un procedimiento de 
comprobación de la procedencia del cambio de domicilio, en cuyo caso todos los procedimientos iniciados de oficio antes de la 
referida comunicación se continuarán y finalizarán por el órgano que los viniese tramitando en tanto no se resuelva el expediente 
de comprobación del cambio de domicilio. Lo anterior no impedirá que la Administración tributaria pueda iniciar en cualquier otro 
momento un procedimiento de comprobación del domicilio fiscal del obligado tributario. 

3. Lo dispuesto en el apartado 2.b) anterior no será de 
aplicación en las actuaciones y procedimientos de inspección 
y de declaración de responsabilidad tributaria, en los que el 
domicilio fiscal determinante de la competencia del 
órgano actuante será el que correspondiese al inicio de 
las actuaciones y procedimientos, incluso respecto de 
obligaciones anteriores, sin que el cambio de domicilio 
fiscal o de adscripción altere la competencia del órgano 
actuante en cuanto a los procedimientos ya iniciados 
antes de la comunicación del cambio de domicilio o de 
adscripción. Esta competencia se mantendrá aun cuando 
las actuaciones hayan de proseguirse frente al sucesor o 
sucesores del obligado tributario. 

«3. Lo dispuesto en el apartado 2.b) anterior no será de 
aplicación en las actuaciones y procedimientos de inspección 
y de declaración de responsabilidad tributaria, en los que no 
se alterará la competencia del órgano actuante por el 
cambio de domicilio fiscal, si dicho criterio es el que 
determina la competencia del órgano, o cambio de 
adscripción respecto a los procedimientos ya iniciados 
antes de la comunicación de dicho cambio. Esta 
competencia se mantendrá aun cuando las actuaciones 
hayan de proseguirse frente al sucesor o sucesores del 
obligado tributario.  

4. En el ámbito de competencias del Estado, el Director 
General del Catastro y los directores de departamento de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria podrán 
modificar por razones de organización o planificación la 
competencia territorial en el ámbito de la aplicación de 
los tributos. 
 
 
En el caso de los obligados tributarios regulados en el 
artículo 35.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
establecerá, en sus normas de organización específica, el 
órgano competente. 

4. En el ámbito de la Dirección General del Catastro y de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria, los 
órganos competentes para modificar por razones de 
organización o planificación la competencia en el ámbito 
de la aplicación de los tributos, son, respectivamente, el 
Director General del Catastro y los Directores de 
Departamento de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria.  
En el caso de los obligados tributarios regulados en el artículo 
35.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
establecerá, en sus normas de organización específica, el 
órgano competente.»  

 
5. En relación con los grupos fiscales que tributen en el régimen de consolidación fiscal en los que la entidad dominante sea no 
residente en territorio español respecto de los que se produzca un cambio de sociedad representante del grupo, se atenderá en 
los procedimientos de aplicación de los tributos a lo previsto en el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 195 de este 
reglamento. 
 
Once. Se añade una letra i) al apartado 1 del artículo 74 y se modifica el apartado 3, que quedan redactados de la 
siguiente forma: 
Artículo 74. Requisitos de la certificación de encontrarse al corriente de las obligaciones tributarias. 
1. Para la emisión del certificado regulado en este artículo, se entenderá que el obligado tributario se encuentra al corriente de 
sus obligaciones tributarias cuando se verifique la concurrencia de las siguientes circunstancias: 
a) Estar dado de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, cuando se trate de personas o entidades 
obligados a estar en dicho censo, y estar dado de alta en el Impuesto sobre Actividades Económicas, cuando se trate de sujetos 
pasivos no exentos dicho impuesto. 
b) Haber presentado las autoliquidaciones que correspondan por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el Impuesto 
sobre Sociedades o el Impuesto sobre la Renta de no Residentes. 
c) Haber presentado las autoliquidaciones y la declaración resumen anual correspondiente a las obligaciones tributarias de 
realizar pagos a cuenta. 
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d) Haber presentado las autoliquidaciones, la declaración resumen anual y, en su caso, las declaraciones recapitulativas de 
operaciones intracomunitarias del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
e) Haber presentado las declaraciones y autoliquidaciones correspondientes a los tributos locales. 
f) Haber presentado las declaraciones exigidas con carácter general en cumplimiento de la obligación de suministro de 
información reguladas en los artículos 93 y 94 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
g) No mantener con la Administración tributaria expedidora del certificado deudas o sanciones tributarias en período ejecutivo, 
salvo que se trate de deudas o sanciones tributarias que se encuentren aplazadas, fraccionadas o cuya ejecución estuviese 
suspendida. 
h) No tener pendientes de ingreso multas ni responsabilidades civiles derivadas de delito contra la Hacienda pública declaradas 
por sentencia firme. 

 «i) Haber presentado las autoliquidaciones que, en su 
caso, correspondan por los impuestos especiales y por 
el Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto 
Invernadero.»  

2. Cuando se expida la certificación de encontrarse al corriente de las obligaciones tributarias, se deberá indicar el carácter 
positivo o negativo de la certificación. 

3. Las circunstancias indicadas en los párrafos b) a e), 
ambos inclusive, del apartado anterior se referirán a 
autoliquidaciones o declaraciones cuyo plazo de presentación 
hubiese vencido en los 12 meses precedentes a los dos 
meses inmediatamente anteriores a la fecha de la 
certificación. 

«3. Las circunstancias indicadas en las letras b), c), d), e) y 
i) del apartado 1 se referirán a autoliquidaciones o 
declaraciones cuyo plazo de presentación hubiese vencido en 
los 12 meses precedentes a los dos meses inmediatamente 
anteriores a la fecha de la certificación.» 

4. Las circunstancias a que se refiere el apartado 1 se certificarán por cada Administración tributaria respecto de las obligaciones 
para cuya exigencia sea competente. 
 
Doce. Se modifica el apartado 4 del artículo 79, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 79. Sujetos de la colaboración social en la aplicación de los tributos. 
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 92 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, la Administración 
tributaria podrá hacer efectiva la colaboración social en la aplicación de los tributos mediante la celebración de acuerdos con: 
a) Otras Administraciones públicas. 
b) Entidades que tengan la condición de colaboradoras en la gestión recaudatoria. 
c) Instituciones y organizaciones representativas de sectores o intereses sociales, laborales, empresariales o profesionales. A 
estos efectos, se entienden incluidas las organizaciones corporativas de las profesiones oficiales colegiadas. 
En particular, tendrán especial consideración a efectos de la colaboración social los colegios y asociaciones de profesionales de 
la asesoría fiscal. 
d) Personas o entidades que realicen actividades económicas, en relación con la presentación telemática de declaraciones, 
comunicaciones de datos y otros documentos tributarios correspondientes al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
al Impuesto sobre el Patrimonio de sus trabajadores y, en su caso, de la correspondiente unidad familiar a que se refiere el 
artículo 82.1 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, y respecto de 
la prestación de servicios y asistencia a dichos trabajadores. 
e) Personas o entidades que realicen actividades económicas, cuando su localización geográfica o red comercial pueda ayudar 
a la consecución de los fines de la Administración tributaria. 
f) Otras personas o entidades que establezca el Ministro de Economía y Hacienda. 
2. Los acuerdos de colaboración social firmados con las instituciones y organizaciones previstos en el apartado 1.c) anterior 
podrán extender sus efectos a las personas o entidades que sean colegiados, asociados o miembros de aquellas. Para ello, las 
personas o entidades interesadas deberán suscribir un documento individualizado de adhesión al acuerdo, donde se recoja 
expresamente la aceptación del contenido íntegro de este. 
No obstante, la suscripción de acuerdos de colaboración por las organizaciones corporativas de notarios y registradores vinculará 
a todos los profesionales colegiados sin que sea precisa la adhesión individualizada a dichos acuerdos. El acuerdo suscrito con 
la organización corporativa recogerá esta circunstancia. 
3. El incumplimiento de las obligaciones asumidas por las entidades, instituciones y organizaciones que hayan suscrito un 
acuerdo de colaboración supondrá la resolución del citado acuerdo, previa instrucción del oportuno expediente, con audiencia 
del interesado. 
El incumplimiento por parte de una persona o entidad de las obligaciones asumidas en el documento individualizado de adhesión 
al que se refiere el apartado 2 anterior supondrá su exclusión del acuerdo con el procedimiento y garantías previstos en el párrafo 
anterior, y quedará sin efecto la autorización individual. 
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4. La Administración tributaria establecerá los requisitos y 
condiciones para suscribir los acuerdos de colaboración 
social a que se refiere el artículo 92.2 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria. En el ámbito de 
competencias del Estado, se establecerán mediante orden 
del Ministro de Economía y Hacienda. 

«4. La Administración tributaria establecerá los requisitos y 
condiciones para suscribir los acuerdos de colaboración 
social a que se refiere el artículo 92.2 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, y las consecuencias de 
su incumplimiento, que podrán incluir la imposibilidad de 
suscribir un nuevo acuerdo o un nuevo documento 
individualizado de adhesión por un período que no 
exceda de 2 años. En el ámbito de competencias del Estado, 
se establecerán mediante orden de la persona titular del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública.»  

 
Trece. Se modifica el apartado 4 del artículo 125, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 125. Terminación del procedimiento de devolución. 
1. Cuando proceda reconocer el derecho a la devolución solicitada, el órgano competente dictará acuerdo que se entenderá 
notificado por la recepción de la transferencia bancaria o, en su caso, del cheque. 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81.3.a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, cuando la devolución 
reconocida sea objeto de retención cautelar total o parcial deberá notificarse la adopción de la medida cautelar junto con el 
acuerdo de devolución. 
El reconocimiento de la devolución solicitada no impedirá la posterior comprobación de la obligación tributaria mediante los 
procedimientos de comprobación o investigación. 
2. Cuando se abonen intereses de demora de acuerdo con lo previsto en el artículo 31.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, la base sobre la que se aplicará el tipo de interés tendrá como límite el importe de la devolución solicitada en 
la autoliquidación, comunicación de datos o solicitud. 
3. Cuando existan defectos, errores, discrepancias o circunstancias que originen el inicio de un procedimiento de verificación de 
datos, de comprobación limitada o de inspección, el procedimiento de devolución terminará con la notificación de inicio del 
correspondiente procedimiento, que será efectuada por el órgano competente en cada caso. 
En el procedimiento iniciado de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo anterior, se determinará la procedencia e importe de la 
devolución y, en su caso, otros aspectos de la situación tributaria del obligado. 

4. Cuando la Administración tributaria acuerde la devolución 
en un procedimiento de verificación de datos o de 
comprobación limitada o de inspección por el que se haya 
puesto fin al procedimiento de devolución, deberán 
satisfacerse los intereses de demora que procedan de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. En el 
caso en que se acuerde la devolución en un procedimiento de 
verificación de datos o de comprobación limitada, a efectos 
del cálculo de los intereses de demora no se computarán los 
períodos de dilación por causa no imputable a la 
Administración a que se refiere el artículo 104 de este 
reglamento y que se produzcan en el curso de dichos 
procedimientos. 

«4. Cuando la Administración tributaria acuerde la devolución 
en un procedimiento de verificación de datos o de 
comprobación limitada o de inspección por el que se haya 
puesto fin al procedimiento de devolución, deberán 
satisfacerse los intereses de demora que procedan de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. En el caso 
en que se acuerde la devolución en un procedimiento de 
verificación de datos o de comprobación limitada, a efectos 
del cálculo de los intereses de demora no se computarán los 
períodos de dilación por causa no imputable a la 
Administración a que se refiere el artículo 104 de este 
reglamento y que se produzcan en el curso de dichos 
procedimientos. En el caso en que se acuerde la 
devolución en un procedimiento de inspección, a efectos 
del cálculo de los intereses, no se computarán los días a 
los que se refiere el apartado 4 del artículo 150 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, ni los 
periodos de extensión a los que se refiere el apartado 5 
de dicho artículo».  

 
Catorce. Se modifica el apartado 4 del artículo 144, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 144. Actuaciones de comprobación censal. 
1. La comprobación de la veracidad de los datos comunicados en las declaraciones censales de alta, modificación y baja 
reguladas en los artículos 9 a 11, ambos inclusive, se realizará de acuerdo con los datos comunicados o declarados por el propio 
obligado tributario, con los datos que obren en poder de la Administración, así como mediante el examen físico y documental de 
los hechos y circunstancias en las oficinas, despachos, locales y establecimientos del obligado tributario. A estos efectos, los 
órganos competentes tendrán las facultades previstas en el artículo 172. 
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2. La Administración tributaria podrá requerir la presentación de las declaraciones censales, la aportación de la documentación 
que deba acompañarlas, su ampliación y la subsanación de los defectos advertidos, y podrá incorporar de oficio los datos que 
deban figurar en los censos. 
3. Cuando se pongan de manifiesto omisiones o inexactitudes en la información que figure en el censo, la rectificación de la 
situación censal del obligado tributario se realizará de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 145 y 146. 

4. Se podrá acordar la baja cautelar en los Registros de 
operadores intracomunitarios y de exportadores y otros 
operadores económicos en régimen comercial de las 
personas o entidades incluidos en ellos mediante acuerdo 
motivado del delegado o del director de departamento 
competente de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, previo informe del órgano proponente, en los 
siguientes supuestos: 
 
 
 
 
 
a) Cuando en una actuación o procedimiento tributario se 
constate la inexistencia de la actividad económica o del objeto 
social declarado o de su desarrollo en el domicilio 
comunicado, o que en el domicilio fiscal no se desarrolla la 
gestión administrativa y la dirección efectiva de los negocios. 
b) Cuando el obligado tributario hubiera resultado 
desconocido en la notificación de cualquier actuación o 
procedimiento de aplicación de los tributos. 
c) Cuando se constate la posible intervención del obligado 
tributario en operaciones de comercio exterior o 
intracomunitario, de las que pueda derivarse el 
incumplimiento de la obligación tributaria o la obtención 
indebida de beneficios o devoluciones fiscales en relación con 
el Impuesto sobre el Valor Añadido. 
 
 
En los supuestos previstos en los párrafos a), b) y c) 
anteriores, la baja cautelar se convertirá en definitiva cuando 
se efectúe la rectificación censal del obligado tributario 
conforme a lo dispuesto en los artículos 145 y 146. 
Cuando las circunstancias que permiten acordar la baja 
cautelar en los Registros de operadores intracomunitarios y 
de exportadores y otros operadores económicos en 
régimen comercial concurran en el momento de la solicitud 
de inclusión en tales registros, el delegado competente de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria denegará, 
mediante acuerdo motivado, dicha inclusión. 
 

“4. Se podrá acordar la baja cautelar en los Registros de 
operadores intracomunitarios, de extractores de productos 
de depósitos fiscales de productos incluidos en los 
ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y 
Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos, y de 
devolución mensual a que se refiere el artículo 30 del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de 
diciembre, de las personas o entidades incluidos en ellos 
mediante acuerdo motivado del delegado o del director de 
departamento competente de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, previo informe del órgano 
proponente, en los siguientes supuestos: 
a) Cuando en una actuación o procedimiento tributario se 
constate la inexistencia de la actividad económica o del objeto 
social declarado o de su desarrollo en el domicilio 
comunicado, o que en el domicilio fiscal no se desarrolla la 
gestión administrativa y la dirección efectiva de los negocios.  
b) Cuando el obligado tributario hubiera resultado 
desconocido en la notificación de cualquier actuación o 
procedimiento de aplicación de los tributos.  
c) Cuando se constate la posible intervención del obligado 
tributario en operaciones de comercio exterior o 
intracomunitario o relativas a productos incluidos en los 
ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y 
Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos, de las que 
pueda derivarse el incumplimiento de la obligación tributaria 
o la obtención indebida de beneficios o devoluciones fiscales 
en relación con el Impuesto sobre el Valor Añadido.  
En los supuestos previstos en los párrafos a), b) y c) 
anteriores, la baja cautelar se convertirá en definitiva cuando 
se efectúe la rectificación censal del obligado tributario 
conforme a lo dispuesto en los artículos 145 y 146.  
Cuando las circunstancias que permiten acordar la baja 
cautelar en los Registros de operadores intracomunitarios, de 
extractores de depósitos fiscales de productos incluidos 
en los ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el 
Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos y de 
devolución mensual a que se refiere el artículo 30 del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de 
diciembre, concurran en el momento de la solicitud de 
inclusión en tales registros, el delegado competente de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria denegará, 
mediante acuerdo motivado, dicha inclusión.”.  

5. Los acuerdos de baja regulados en el apartado anterior y en el artículo 146 no eximen al obligado tributario del cumplimiento 
de las obligaciones tributarias pendientes.  
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Quince. Se modifica el apartado 1 del artículo 145, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 145. Procedimiento de rectificación censal. 

1. El procedimiento de rectificación de la situación censal 
podrá iniciarse mediante requerimiento de la Administración 
para que el obligado tributario aclare o justifique la 
discrepancia observada o los datos relativos a su declaración 
censal o mediante la notificación de la propuesta de 
resolución cuando la Administración tributaria cuente con 
datos suficientes para formularla. 
Cuando los hechos a que se refiere el artículo 144.4 de este 
reglamento se constaten en actuaciones realizadas fuera de 
un procedimiento de aplicación de los tributos, el 
procedimiento de rectificación de la situación censal deberá 
iniciarse en el plazo de un mes desde el acuerdo de baja 
cautelar en los Registros de operadores intracomunitarios y 
de exportadores y otros operadores económicos en 
régimen comercial. A efectos de entender cumplido el plazo 
del mes, será suficiente acreditar que se ha realizado un 
intento de notificación del inicio del procedimiento en dicho 
plazo. La falta de inicio del procedimiento en dicho plazo 
determinará el levantamiento de la medida cautelar. 
 

“1. El procedimiento de rectificación de la situación censal 
podrá iniciarse mediante requerimiento de la Administración 
para que el obligado tributario aclare o justifique la 
discrepancia observada o los datos relativos a su declaración 
censal o mediante la notificación de la propuesta de 
resolución cuando la Administración tributaria cuente con 
datos suficientes para formularla.  
Cuando los hechos a que se refiere el artículo 144.4 de este 
reglamento se constaten en actuaciones realizadas fuera de 
un procedimiento de aplicación de los tributos, el 
procedimiento de rectificación de la situación censal deberá 
iniciarse en el plazo de un mes desde el acuerdo de baja 
cautelar en los Registros de operadores intracomunitarios, de 
extractores de depósitos fiscales de productos incluidos 
en los ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el 
Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos y de 
devolución mensual a que se refiere el artículo 30 del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de 
diciembre. A efectos de entender cumplido el plazo del mes, 
será suficiente acreditar que se ha realizado un intento de 
notificación del inicio del procedimiento en dicho plazo. La 
falta de inicio del procedimiento en dicho plazo determinará el 
levantamiento de la medida cautelar.” 

2. En la tramitación del procedimiento, la Administración podrá realizar las actuaciones reguladas en los apartados 1 y 2 del 
artículo anterior. 
Cuando el obligado tributario manifieste su disconformidad con los datos que obren en poder de la Administración, se aplicará lo 
dispuesto en el artículo 108.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
3. Una vez notificada la propuesta de resolución, se concederá al obligado tributario un plazo de 10 días, contados a partir del 
siguiente al de la notificación de dicha propuesta, para que alegue lo que convenga a su derecho. 
4. El procedimiento de rectificación censal terminará de alguna de las siguientes formas: 
a) Por resolución en la que se rectifiquen los datos censales del obligado tributario. La resolución deberá ser, en todo caso, 
motivada con una referencia sucinta a los hechos y fundamentos de derecho que se hayan tenido en cuenta en la misma. 
b) Por la subsanación, aclaración o justificación de la discrepancia o del dato objeto del requerimiento por el obligado tributario 
sin que sea necesario dictar resolución expresa. De dicha circunstancia se dejará constancia expresa en diligencia. 
c) Por caducidad, una vez transcurrido el plazo regulado en el artículo 104 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, sin haberse notificado la resolución expresa que ponga fin al procedimiento. 
d) Por el inicio de un procedimiento de comprobación limitada o de inspección que incluya el objeto del procedimiento de 
rectificación de la situación censal. 
 
Dieciséis. Se modifican las letras b), c) y d) del apartado 1 del artículo 146, que quedan redactadas de la siguiente forma:  
Artículo 146. Rectificación de oficio de la situación censal. 
1. La Administración tributaria podrá rectificar de oficio la situación censal del obligado tributario sin necesidad de instruir el 
procedimiento regulado el artículo anterior en los siguientes supuestos: 
a) Cuando así se derive de actuaciones o procedimientos de aplicación de los tributos en los que haya sido parte el propio 
obligado tributario y en los que se hayan realizado actuaciones de control censal, siempre que en dicha rectificación no sean 
tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que los constatados en dichos procedimientos. 

b) Cuando las personas o entidades a las que se haya 
asignado un número de identificación fiscal provisional no 
aporten, en el plazo establecido en el artículo 24.3 de este 
reglamento o, en su caso, en el plazo otorgado en el 
requerimiento efectuado a que se refiere dicho artículo, la 
documentación necesaria para obtener el número de 
identificación fiscal definitivo, salvo que en dichos plazos 
justifiquen debidamente la imposibilidad de su aportación, la 

“b) Cuando las personas o entidades a las que se haya 
asignado un número de identificación fiscal provisional no 
aporten, en el plazo establecido en el artículo 24.3 de este 
reglamento o, en su caso, en el plazo otorgado en el 
requerimiento efectuado a que se refiere dicho artículo, la 
documentación necesaria para obtener el número de 
identificación fiscal definitivo, salvo que en dichos plazos 
justifiquen debidamente la imposibilidad de su aportación, la 
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Administración tributaria podrá darles de baja en los Registros 
de operadores intracomunitarios y de exportadores y otros 
operadores económicos en régimen comercial. 

Administración tributaria podrá darles de baja en los Registros 
de operadores intracomunitarios, de extractores de 
depósitos fiscales de productos incluidos en los ámbitos 
objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas 
Derivadas o sobre Hidrocarburos y de devolución 
mensual a que se refiere el artículo 30 del Reglamento del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real 
Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.  

c) Cuando concurran los supuestos regulados en el 
artículo 131.1 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 
4/2004, de 5 de marzo. En este supuesto, además, la 
Administración tributaria podrá dar de baja al obligado 
tributario en los Registros de operadores 
intracomunitarios y de devolución mensual. 

c) Cuando concurran los supuestos regulados en el 
artículo 119 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto sobre Sociedades. En este supuesto, además, 
la Administración tributaria podrá dar de baja al obligado 
tributario en los Registros de operadores 
intracomunitarios, de extractores de depósitos fiscales 
de productos incluidos en los ámbitos objetivos de los 
Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre 
Hidrocarburos y de devolución mensual a que se refiere 
el artículo 30 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 
de diciembre.  

d) Cuando durante un periodo superior a un año y después 
de realizar al menos tres intentos de notificación hubiera 
resultado imposible la práctica de notificaciones al obligado 
tributario en el domicilio fiscal o cuando se hubieran dado de 
baja deudas por insolvencia durante tres periodos impositivos 
o de liquidación, se podrá acordar la baja en los Registros de 
operadores intracomunitarios y de exportadores y otros 
operadores económicos en régimen comercial. 

d) Cuando durante un periodo superior a un año y después 
de realizar al menos tres intentos de notificación hubiera 
resultado imposible la práctica de notificaciones al obligado 
tributario en el domicilio fiscal o cuando se hubieran dado de 
baja deudas por insolvencia durante tres periodos impositivos 
o de liquidación, se podrá acordar la baja en los Registros de 
operadores intracomunitarios, de extractores de depósitos 
fiscales de productos incluidos en los ámbitos objetivos 
de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o 
sobre Hidrocarburos y de devolución mensual a que se 
refiere el artículo 30 del Reglamento del Impuesto sobre 
el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 
1624/1992, de 29 de diciembre.”.  

e) Cuando conforme a lo dispuesto en el artículo 21.3 de este reglamento proceda la rectificación censal. 
2. La modificación efectuada conforme a lo dispuesto en el apartado anterior deberá ser comunicada al obligado tributario, salvo 
que durante un periodo superior a un año hubiera resultado imposible la práctica de notificaciones en el domicilio fiscal declarado. 
 
Diecisiete. Se modifican los apartados 1, 7 y 8 del artículo 147, que quedan redactados de la siguiente forma:  
Artículo 147. Revocación del número de identificación fiscal. 

1. La Administración tributaria podrá revocar el número de 
identificación fiscal asignado, cuando en el curso de las 
actuaciones de comprobación realizadas conforme a lo 
dispuesto en el artículo 144.1 y 2 de este reglamento o en las 
demás actuaciones y procedimientos de comprobación o 
investigación, se acredite alguna de las siguientes 
circunstancias: 
a) Las previstas en el artículo 146.1 b), c) o d) de este 
reglamento. 
b) Que mediante las declaraciones a que hacen referencia los 
artículos 9 y 10 de este reglamento se hubiera comunicado a 
la Administración tributaria el desarrollo de actividades 
económicas inexistentes. 
c) Que la sociedad haya sido constituida por uno o varios 
fundadores sin que en el plazo de tres meses desde la 
solicitud del número de identificación fiscal se inicie la 
actividad económica ni tampoco los actos que de ordinario 
son preparatorios para el ejercicio efectivo de la misma, salvo 

«1. La Administración tributaria podrá revocar el número de 
identificación fiscal asignado, cuando en el curso de las 
actuaciones de comprobación realizadas conforme a lo 
dispuesto en el artículo 144.1 y 2 de este reglamento o en las 
demás actuaciones y procedimientos de aplicación de los 
tributos, se acredite alguna de las siguientes circunstancias: 
 
a) Las previstas en el artículo 146.1 b), c) o d) de este 
reglamento.  
b) Que mediante las declaraciones a que hacen referencia los 
artículos 9 y 10 de este reglamento se hubiera comunicado a 
la Administración tributaria el desarrollo de actividades 
económicas inexistentes.  
c) Que la sociedad haya sido constituida por uno o varios 
fundadores sin que en el plazo de tres meses desde la 
solicitud del número de identificación fiscal se inicie la 
actividad económica ni tampoco los actos que de ordinario 
son preparatorios para el ejercicio efectivo de la misma, salvo 
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que se acredite suficientemente la imposibilidad de realizar 
dichos actos en el mencionado plazo. 
En el supuesto regulado en el artículo 4.2.l), el plazo 
anteriormente señalado comenzará a contar desde que se 
hubiese presentado la declaración censal de modificación en 
los términos establecidos en el artículo 12.2, tercer párrafo. 
d) Que se constate que un mismo capital ha servido para 
constituir una pluralidad de sociedades, de forma que, de la 
consideración global de todas ellas, se deduzca que no se ha 
producido el desembolso mínimo exigido por la normativa 
aplicable. 
e) Que se comunique el desarrollo de actividades 
económicas, de la gestión administrativa o de la dirección de 
los negocios, en un domicilio aparente o falso, sin que se 
justifique la realización de dichas actividades o actuaciones 
en otro domicilio diferente. 
 

que se acredite suficientemente la imposibilidad de realizar 
dichos actos en el mencionado plazo.  
En el supuesto regulado en el artículo 4.2.l), el plazo 
anteriormente señalado comenzará a contar desde que se 
hubiese presentado la declaración censal de modificación en 
los términos establecidos en el artículo 12.2, tercer párrafo.  
d) Que se constate que un mismo capital ha servido para 
constituir una pluralidad de sociedades, de forma que, de la 
consideración global de todas ellas, se deduzca que no se ha 
producido el desembolso mínimo exigido por la normativa 
aplicable.  
e) Que se comunique el desarrollo de actividades 
económicas, de la gestión administrativa o de la dirección de 
los negocios, en un domicilio aparente o falso, sin que se 
justifique la realización de dichas actividades o actuaciones 
en otro domicilio diferente. 

f) Que se constate el incumplimiento durante cuatro 
ejercicios consecutivos de la obligación de 
depositar las cuentas anuales en el Registro 
Mercantil.»  

3. La revocación deberá publicarse en el Boletín Oficial del Estado y notificarse al obligado tributario. 
La publicación deberá efectuarse en las mismas fechas que las previstas en el artículo 112.1 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, para las notificaciones por comparecencia. 
4. La publicación de la revocación del número de identificación fiscal en el "Boletín Oficial del Estado" producirá los efectos 
previstos en el apartado 4 de la disposición adicional sexta de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
5. La revocación del número de identificación fiscal determinará que no se emita el certificado de estar al corriente de las 
obligaciones tributarias regulado en el artículo 74 de este reglamento. 
6. Procederá la denegación del número de identificación fiscal cuando antes de su asignación concurra alguna de las 
circunstancias que habilitarían para acordar la revocación. 

7. La revocación del número de identificación fiscal 
determinará la baja de los Registros de Operadores 
Intracomunitarios y de Exportadores y otros operadores 
económicos. 

«7. La revocación del número de identificación fiscal 
determinará la baja de los Registros de operadores 
intracomunitarios, de los registros territoriales dispuestos 
en la normativa reguladora de los Impuestos Especiales, 
del registro territorial del Impuesto sobre Gases 
Fluorados de Efecto Invernadero, de extractores de 
depósitos fiscales de productos incluidos en los ámbitos 
objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas 
Derivadas o sobre Hidrocarburos y de devolución 
mensual a que se refiere el artículo 30 del Reglamento del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real 
Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.  

8. La Administración tributaria podrá rehabilitar el número de 
identificación fiscal mediante acuerdo que estará sujeto a los 
mismos requisitos de publicidad establecidos para la 
revocación en el apartado 3 de este artículo. 
Las solicitudes de rehabilitación del número de identificación 
fiscal sólo serán tramitadas cuando se acredite que han 
desaparecido las causas que motivaron la revocación y, en 
caso de sociedades, se comunique, además, quiénes 
ostentan la titularidad del capital de la sociedad, con 
identificación completa de sus representantes legales, el 
domicilio fiscal, así como documentación que acredite cuál es 
la actividad económica que la sociedad va a desarrollar. 
Careciendo de estos requisitos, las solicitudes se archivarán 
sin más trámite. 
 
 
 

8. La Administración tributaria podrá rehabilitar el número de 
identificación fiscal mediante acuerdo que estará sujeto a los 
mismos requisitos de publicidad establecidos para la 
revocación en el apartado 3 de este artículo. 
Las solicitudes de rehabilitación del número de identificación 
fiscal solo serán tramitadas cuando se acredite que han 
desaparecido las causas que motivaron la revocación y, en 
caso de sociedades, se comunique, además, quienes 
ostentan la titularidad del capital de la sociedad, con 
identificación completa de sus representantes legales, el 
domicilio fiscal, así como documentación que acredite cuál es 

la actividad económica que la sociedad va a desarrollar. En 
particular, cuando se trate de la causa de revocación 
de la letra f) del apartado 1 la rehabilitación del 
número de identificación fiscal solo será posible si 
se constata la subsanación del incumplimiento de la 
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La falta de resolución expresa de la solicitud de rehabilitación 
de un número de identificación fiscal en el plazo de tres 
meses determinará que la misma se entienda denegada. 

obligación de depósito de las cuentas anuales en el 
Registro Mercantil. Careciendo de estos requisitos, las 
solicitudes se archivarán sin más trámite.  
La falta de resolución expresa de la solicitud de rehabilitación 
de un número de identificación fiscal en el plazo de tres 
meses determinará que la misma se entienda denegada».  

 
Dieciocho. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 172, que quedan redactados de la siguiente forma:  
Artículo 172. Entrada y reconocimiento de fincas. 
1. Los funcionarios y demás personal al servicio de la Administración tributaria que desarrollen actuaciones inspectoras tienen 
la facultad de entrada y reconocimiento de los lugares a que se refiere el artículo 142.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, cuando aquellas así lo requieran. 

2. En el ámbito de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, cuando el obligado tributario o la persona bajo 
cuya custodia se encontraran los mencionados lugares se 
opusiera a la entrada de los funcionarios de inspección, se 
precisará autorización escrita del delegado o del director 
de departamento del que dependa el órgano actuante, sin 
perjuicio de la adopción de las medidas cautelares que 
procedan. 
En el ámbito de la Dirección General del Catastro la 
autorización a que se refiere el párrafo anterior corresponderá 
al Director General. 

«2. En el ámbito de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, cuando el obligado tributario o la persona bajo cuya 
custodia se encontraran los mencionados lugares se opusiera 
a la entrada de los funcionarios de inspección, se precisará 
de un acuerdo de entrada del delegado o del director de 
departamento del que dependa el órgano actuante, sin 
perjuicio de la adopción de las medidas cautelares que 
procedan.  
En el ámbito de la Dirección General del Catastro el acuerdo 
a que se refiere el párrafo anterior corresponderá al Director 
General.  

3. Cuando la entrada o reconocimiento afecte al domicilio 
constitucionalmente protegido de un obligado tributario, se 
precisará el consentimiento del interesado o autorización 
judicial. 

3. Cuando la entrada o reconocimiento afecte al domicilio 
constitucionalmente protegido de un obligado tributario, se 
precisará el consentimiento del interesado o autorización 
judicial. El acuerdo de entrada incorporado a la solicitud 
de autorización judicial corresponderá a las autoridades 
a que se refiere el apartado anterior».  

4. En la entrada y reconocimiento judicialmente autorizados, los funcionarios de inspección podrán adoptar las medidas 
cautelares que estimen necesarias. 
Una vez finalizada la entrada y reconocimiento, se comunicará al órgano jurisdiccional que las autorizaron las circunstancias, 
incidencias y resultados. 
5. A efectos de lo dispuesto en este artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 anterior, se considerará que el 
obligado tributario o la persona bajo cuya custodia se encuentren los lugares a que se refiere el artículo 142.2 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, prestan su conformidad a la entrada y reconocimiento cuando ejecuten los actos 
normalmente necesarios que dependan de ellos para que las actuaciones puedan llevarse a cabo. 
Si se produce la revocación del consentimiento del obligado tributario para la permanencia en los lugares en los que se estén 
desarrollando las actuaciones, los funcionarios de inspección, antes de la finalización de estas, podrán adoptar las medidas 
cautelares reguladas en el artículo 146 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
 
Diecinueve. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 188, que quedan redactados de la siguiente forma:  
Artículo 188. Tramitación de las actas de disconformidad. 
1. Cuando el obligado tributario se niegue a suscribir el acta, la suscriba pero no preste su conformidad a las propuestas de 
regularización y de liquidación contenidas en el acta o no comparezca en la fecha señalada para la firma de las actas, se 
formalizará un acta de disconformidad, en la que se hará constar el derecho del obligado tributario a presentar las alegaciones 
que considere oportunas dentro del plazo de los 15 días, contados a partir del día siguiente al de la fecha en que se haya 
producido la negativa a suscribir, se haya suscrito o, si no se ha comparecido, se haya notificado el acta. 

2. En el acta de disconformidad se expresarán con el detalle 
que sea preciso los hechos y fundamentos de derecho en que 
se base la propuesta de regularización. Los fundamentos de 
derecho serán además objeto de desarrollo en un informe 
ampliatorio que se entregará al obligado tributario de forma 
conjunta con el acta. 
 
También se recogerá en el acta de forma expresa la 
disconformidad manifestada por el obligado tributario o las 
circunstancias que determinan su tramitación como acta de 

«2. En el acta de disconformidad se expresarán con el detalle 
que sea preciso los hechos y fundamentos de derecho en que 
se base la propuesta de regularización. Los fundamentos de 
derecho podrán ser objeto de desarrollo en un informe 
ampliatorio cuando sea necesario completar la información 
recogida en el acta, que se entregará al obligado tributario 
de forma conjunta con la misma.  
También se recogerá en el acta de forma expresa la 
disconformidad manifestada por el obligado tributario o las 
circunstancias que determinan su tramitación como acta de 
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disconformidad, sin perjuicio de que en su momento pueda 
alegar cuanto convenga a su derecho. 

disconformidad, sin perjuicio de que en su momento pueda 
alegar cuanto convenga a su derecho.  

3. Una vez recibidas las alegaciones formuladas por el 
obligado tributario o concluido el plazo para su presentación, 
el órgano competente para liquidar, a la vista del acta, del 
informe y de las alegaciones en su caso presentadas, dictará 
el acto administrativo que corresponda que deberá ser 
notificado. 
Si el órgano competente para liquidar acordase la 
rectificación de la propuesta contenida en el acta por 
considerar que en ella ha existido error en la apreciación de 
los hechos o indebida aplicación de las normas jurídicas y 
dicha rectificación afectase a cuestiones no alegadas por el 
obligado tributario, notificará el acuerdo de rectificación para 
que en el plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente 
al de la notificación de la apertura de dicho plazo, efectúe 
alegaciones y manifieste su conformidad o disconformidad 
con la nueva propuesta formulada en el acuerdo de 
rectificación. Transcurrido dicho plazo se dictará la liquidación 
que corresponda, que deberá ser notificada. 

3. Una vez recibidas las alegaciones formuladas por el 
obligado tributario o concluido el plazo para su presentación, 
el órgano competente para liquidar, a la vista del acta, del 
informe que, en su caso, se haya emitido y de las 
alegaciones eventualmente presentadas, dictará el acto 
administrativo que corresponda, que deberá ser notificado. 
Si el órgano competente para liquidar acordase la 
rectificación de la propuesta contenida en el acta por 
considerar que en ella ha existido error en la apreciación de 
los hechos o indebida aplicación de las normas jurídicas y 
dicha rectificación afectase a cuestiones no alegadas por el 
obligado tributario, notificará el acuerdo de rectificación para 
que en el plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente 
al de la notificación de la apertura de dicho plazo, efectúe 
alegaciones y manifieste su conformidad o disconformidad 
con la nueva propuesta formulada en el acuerdo de 
rectificación. Transcurrido dicho plazo se dictará la liquidación 
que corresponda, que deberá ser notificada».  

4. El órgano competente para liquidar podrá acordar que se complete el expediente en cualquiera de sus extremos. Dicho 
acuerdo se notificará al obligado tributario y se procederá de la siguiente forma: 
a) Si como consecuencia de las actuaciones complementarias se considera necesario modificar la propuesta de liquidación se 
dejará sin efecto el acta incoada y se formalizará una nueva acta que sustituirá a todos los efectos a la anterior y se tramitará 
según corresponda. 
b) Si se mantiene la propuesta de liquidación contenida en el acta de disconformidad, se concederá al obligado tributario un 
plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo, para la puesta de manifiesto 
del expediente y la formulación de las alegaciones que estime oportunas. Una vez recibidas las alegaciones o concluido el plazo 
para su realización, el órgano competente para liquidar dictará el acto administrativo que corresponda que deberá ser notificado. 
 
Disposición adicional única. Inclusión, exclusión y publicidad del Registro de extractores de depósitos fiscales de 
productos incluidos en los ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre 
Hidrocarburos.  
La inclusión o exclusión de cualquier persona o entidad del Registro de extractores de depósitos fiscales de productos 
incluidos en los ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos, 
vendrá referida a uno u otro tipo de productos y será efectiva desde el día siguiente al que se reciba por parte de la 
Administración tributaria la correspondiente declaración.  
La pertenencia al citado Registro de extractores tendrá carácter público y podrá ser consultada por los titulares de 
depósitos fiscales o por cualquier persona interesada, en todo momento, por vía electrónica. La Administración 
tributaria proveerá los sistemas técnicos necesarios para la consulta de la situación de los operadores en el Registro 
de extractores.  
 

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de las obligaciones de información sobre monedas 
virtuales.  
La primera declaración relativa a las obligaciones de información sobre monedas virtuales a que se refieren 
los apartados seis, siete y nueve del artículo tercero se deberá presentar a partir de 1 de enero de 2023 
respecto de la información correspondiente al año inmediato anterior.  
 
Disposición transitoria segunda. Registro de extractores de depósitos fiscales de productos incluidos en los ámbitos 
objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre Hidrocarburos.  
Los operadores de hidrocarburos que se encuentren en el listado de operadores al por mayor de productos petrolíferos 
gestionado por la Subdirección General de Hidrocarburos y Nuevos Combustibles de la Dirección General de Política 
Energética y Minas del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico y las personas y entidades que 
figuren identificadas como destinatarias de la repercusión de las cuotas de los Impuestos Especiales sobre el alcohol 
y bebidas alcohólicas en las declaraciones informativas de cuotas repercutidas previstas en la Orden HAP/779/2013, de 
30 de abril, por la que se aprueba el modelo 548 «Impuestos Especiales de Fabricación. Declaración informativa de 
cuotas repercutidas», presentadas en el año 2021, se considerarán incluidos en el Registro de extractores de depósitos 
fiscales de productos incluidos en los ámbitos objetivos de los Impuestos sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas o sobre 
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Hidrocarburos, con referencia a uno u otro tipo de productos, en el momento de entrada en vigor de la regulación relativa 
a dicho Registro. A estos efectos recibirán de oficio el alta en dicho Registro, sin perjuicio de las comprobaciones que 
posteriormente proceda realizar.  
 
Disposición final primera. Modificación del Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, aprobado por el 
Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre  
Se modifica el apartado 4 del artículo 18 del Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, aprobado por el Real 
Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, que queda redactado de la siguiente forma: 
Art. 18. Obligación real de contribuir. 
1. A los contribuyentes no incluidos en el artículo inmediato anterior se les exigirá el Impuesto por obligación real por la 
adquisición de bienes y derechos, cualquiera que sea su naturaleza, que estuvieran situados, pudieran ejercitarse o hubieran de 
cumplirse en territorio español, así como por la percepción de cantidades derivadas de contratos de seguro sobre la vida cuando 
el contrato haya sido celebrado con entidades aseguradoras españolas o se haya celebrado en España con entidades extranjeras 
que operen en ella, salvo que se abonen a personas no residentes en España por establecimientos permanentes de entidades 
españolas situados en el extranjero, con cargo a los mismos, cuando dichas prestaciones estén directamente vinculadas a la 
actividad del establecimiento en el extranjero. 
2. A efectos de lo previsto en el número anterior se consideran situados en territorio español: 
1.º Los bienes inmuebles que en él radiquen. 
2.º Los bienes muebles afectados permanentemente a viviendas, fincas, explotaciones o establecimientos industriales situados 
en territorio español y, en general, los que habitualmente se encuentren en este territorio aunque en el momento del devengo 
del Impuesto estén fuera del mismo por circunstancias coyunturales o transitorias. 
3. Los extranjeros residentes en España, sometidos a obligación real de contribuir en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas por razón de cargo o empleo, estarán sujetos por idéntico tipo de obligación en el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones. 

4. Los sujetos pasivos por obligación real vendrán obligados 
a designar una persona con residencia en España para que 
les represente ante la Administración tributaria en relación 
con sus obligaciones por este Impuesto. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Igual obligación incumbirá a los sujetos pasivos por obligación 
personal que se ausenten de España tras la realización del 
hecho imponible y antes de haber presentado el documento 
o la declaración, salvo si su regreso se fuera a producir antes 
de la finalización del plazo reglamentario de presentación de 
documentos. 
 
 
 
 
La designación se comunicará a la oficina territorialmente 
competente para la presentación del documento o 
declaración, acompañando a la comunicación la expresa 
aceptación del representante. 

«4. Los contribuyentes por obligación real que no sean 
residentes en otro Estado miembro de la Unión Europea 
estarán obligados a nombrar, antes del fin del plazo de 
declaración de la adquisición de bienes y derechos en 
España, una persona física o jurídica con residencia en 
España para que les represente ante la Administración 
Tributaria en relación con sus obligaciones por este impuesto.  
En el caso de Estados que formen parte del Espacio 
Económico Europeo que no sean Estado miembro de la 
Unión Europea, lo anterior no será de aplicación cuando 
exista normativa sobre asistencia mutua en materia de 
intercambio de información tributaria y de recaudación 
en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.  
Igual obligación incumbirá a los contribuyentes por obligación 
personal que se ausenten de España tras la realización del 
hecho imponible con destino a un tercer Estado que no sea 
Estado miembro de la Unión Europea ni del Espacio 
Económico Europeo con normativa sobre asistencia 
mutua en materia de intercambio de información 
tributaria y de recaudación y antes de haber presentado el 
documento o la declaración, salvo si su regreso se fuera a 
producir antes de la finalización del plazo reglamentario de 
presentación de documentos.  
La designación se comunicará a la oficina territorialmente 
competente para la presentación del documento o 
declaración, acompañando a la comunicación la expresa 
aceptación del representante.».  
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Disposición final segunda. Modificación del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real 
Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.  
Se modifica el apartado 3 del artículo 63 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 
1624/1992, de 29 de diciembre, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 63. Libro registro de facturas expedidas. 
1. Los empresarios o profesionales deberán llevar y conservar un libro registro de las facturas que hayan expedido, en el que se 
anotarán, con la debida separación, el total de los referidos documentos. 
La misma obligación incumbirá a quienes, sin tener la condición de empresarios o profesionales a los efectos del Impuesto sobre 
el Valor Añadido, sean sujetos pasivos de éste, en relación con las facturas que expidan en su condición de tales. 
2. Será válida, sin embargo, la realización de asientos o anotaciones, por cualquier procedimiento idóneo, sobre hojas separadas, 
que después habrán de ser numeradas y encuadernadas correlativamente para formar el libro mencionado en el apartado 
anterior. 
No obstante, en el caso de las personas y entidades a que se refiere el artículo 62.6 de este Reglamento, la llevanza de este 
libro registro de facturas expedidas deberá realizarse a través de la Sede electrónica de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria mediante el suministro electrónico de los registros de facturación. 

3.  En el libro registro de facturas expedidas se inscribirán, 
una por una, las facturas expedidas y se consignarán el 
número y, en su caso, serie, la fecha de expedición, la fecha 
de realización de las operaciones, en caso de que sea distinta 
de la anterior, el nombre y apellidos, razón social o 
denominación completa y número de identificación fiscal del 
destinatario, la base imponible de las operaciones, 
determinada conforme a los artículos 78 y 79 de la Ley del 
Impuesto y, en su caso, el tipo impositivo aplicado y, 
opcionalmente, también la expresión «IVA incluido», la cuota 
tributaria y si la operación se ha efectuado conforme al 
régimen especial del criterio de caja, en cuyo caso se deberán 
incluir las menciones a que se refiere el apartado 1 del 
artículo 61 decies de este Reglamento. 
 

«3. En el libro registro de facturas expedidas se inscribirán, 
una por una, las facturas expedidas y se consignarán el 
número y, en su caso, serie, la fecha de expedición, la fecha 
de realización de las operaciones, en caso de que sea distinta 
de la anterior, el nombre y apellidos, razón social o 
denominación completa y número de identificación fiscal del 
destinatario, la base imponible de las operaciones, 
determinada conforme a los artículos 78 y 79 de la Ley del 
Impuesto y, en su caso, el tipo impositivo aplicado y, 
opcionalmente, también la expresión «IVA incluido», la cuota 
tributaria y si la operación se ha efectuado conforme al 
régimen especial del criterio de caja, en cuyo caso se deberán 
incluir las menciones a que se refiere el apartado 1 del artículo 
61 decies de este Reglamento.  
Cuando no proceda la emisión de factura rectificativa, se 
anotarán en el libro registro de facturas expedidas las 
regularizaciones o ajustes de la base imponible y cuota 
calculadas inicialmente en operaciones acogidas al 
régimen especial de las agencias de viajes o al régimen 
especial de los bienes usados, objetos de arte, 
antigüedades y objetos de colección, consecuencia de 
descuentos u otras circunstancias posteriores al 
devengo de la operación.  

En el caso de las personas y entidades a que se refiere el 
artículo 62.6 de este Reglamento, se incluirá además la 
siguiente información: 
a) Tipo de factura expedida, indicando si se trata de una 
factura completa o simplificada. 
Los campos de registro electrónico que se aprueben por 
Orden del Ministro de Hacienda podrán exigir que se incluyan 
otras especificaciones que sirvan para identificar 
determinadas facturas, como el caso de las facturas 
expedidas por terceros, así como la identificación de aquellos 
documentos electrónicos de reembolso, recibos y otros 
documentos de uso en el ejercicio de la actividad empresarial 
o profesional a que se refieren el artículo 9.1.2.ºB) de este 
Reglamento, y el artículo 16.1 y disposición adicional primera 
del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de 
facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 
de noviembre. 
 
b) Identificación, en su caso, de si se trata de una rectificación 
registral a que se refiere el artículo 70 de este Reglamento. 

En el caso de las personas y entidades a que se refiere el 
artículo 62.6 de este Reglamento, se incluirá además la 
siguiente información  
a) Tipo de factura expedida, indicando si se trata de una 
factura completa o simplificada.  
Los campos de registro electrónico que se aprueben por 
Orden de la persona titular del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública podrán exigir que se incluyan otras 
especificaciones que sirvan para identificar determinadas 
facturas, como el caso de las facturas expedidas por terceros, 
así como la identificación de aquellos documentos 
electrónicos de reembolso, recibos y otros documentos de 
uso en el ejercicio de la actividad empresarial o profesional a 
que se refieren el artículo 9.1.2.ºB) de este Reglamento, y el 
artículo 16.1 y disposición adicional primera del Reglamento 
por el que se regulan las obligaciones de facturación, 
aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de 
noviembre.  
b) Identificación, en su caso, de si se trata de una rectificación 
registral a que se refiere el artículo 70 de este Reglamento.  
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c) Descripción de las operaciones. 
d) En el caso de facturas rectificativas se deberán identificar 
como tales e incluirán la referencia a la factura rectificada o, 
en su caso, las especificaciones que se modifican. 
e) En el caso de facturas que se expidan en sustitución o 
canje de facturas simplificadas expedidas con anterioridad, se 
incluirá la referencia de la factura que se sustituye o de la que 
se canjea o, en su caso, las especificaciones que se 
sustituyen o canjean. 
f) Las menciones a que se refieren el artículo 51 quáter y el 
apartado 2 del artículo 61 quinquies de este Reglamento, y 
las letras j) y l) a p) del apartado 1 del artículo 6 del 
Reglamento por el que se regulan las obligaciones de 
facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 
de noviembre. 
g) Periodo de liquidación de las operaciones que se registran 
a que se refieren las facturas expedidas. 
h) Indicación de que la operación no se encuentra, en su 
caso, sujeta al Impuesto sobre el Valor Añadido. 
i) En el caso de que la factura haya sido expedida en virtud 
de una autorización en materia de facturación de las previstas 
en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el 
que se regulan las obligaciones de facturación, se incluirá la 
referencia a la autorización concedida. 
j) En el caso de las operaciones a las que sea de aplicación 
el Régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, 
antigüedades y objetos de colección, deberá consignar el 
importe total de la operación. 
k) En el supuesto de las operaciones a las que sea de 
aplicación el Régimen especial de las agencias de viajes 
deberá consignar el importe total de la operación. 
El Ministro de Hacienda y Función Pública podrá mediante 
Orden ministerial determinar que, junto a lo anterior, se 
incluya aquella otra información con transcendencia tributaria 
a que se refieren los artículos 33 a 36 del Reglamento 
General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 
inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes 
de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado 
por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio. 
 

c) Descripción de las operaciones.  
d) En el caso de facturas rectificativas se deberán identificar 
como tales e incluirán la referencia a la factura rectificada o, 
en su caso, las especificaciones que se modifican.  
e) En el caso de facturas que se expidan en sustitución o 
canje de facturas simplificadas expedidas con anterioridad, se 
incluirá la referencia de la factura que se sustituye o de la que 
se canjea o, en su caso, las especificaciones que se 
sustituyen o canjean. 
f) Las menciones a que se refieren el artículo 51 quáter y el 
apartado 2 del artículo 61 quinquies de este Reglamento, y 
las letras j) y l) a p) del apartado 1 del artículo 6 del 
Reglamento por el que se regulan las obligaciones de 
facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 
de noviembre.  
g) Periodo de liquidación de las operaciones que se registran 
a que se refieren las facturas expedidas.  
h) Indicación de que la operación no se encuentra, en su 
caso, sujeta al Impuesto sobre el Valor Añadido.  
i) En el caso de que la factura haya sido expedida en virtud 
de una autorización en materia de facturación de las previstas 
en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que 
se regulan las obligaciones de facturación, se incluirá la 
referencia a la autorización concedida.  
j) En el caso de las operaciones a las que sea de aplicación 
el Régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, 
antigüedades y objetos de colección, deberá consignar el 
importe total de la operación.  
k) En el supuesto de las operaciones a las que sea de 
aplicación el Régimen especial de las agencias de viajes 
deberá consignar el importe total de la operación.  
La persona titular del Ministerio de Hacienda y Función 
Pública podrá mediante Orden ministerial determinar que, 
junto a lo anterior, se incluya aquella otra información con 
transcendencia tributaria a que se refieren los artículos 33 a 
36 del Reglamento General de las actuaciones y los 
procedimientos de gestión e inspección tributaria y de 
desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de 
aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 
1065/2007, de 27 de julio.».  

4. La anotación individualizada de las facturas a que se refiere el apartado anterior se podrá sustituir por la de asientos resúmenes 
en los que se harán constar la fecha en que se hayan expedido, base imponible global correspondiente a cada tipo impositivo, 
los tipos impositivos, la cuota global de facturas numeradas correlativamente y expedidas en la misma fecha, los números inicial 
y final de las mismas y si las operaciones se han efectuado conforme al régimen especial del criterio de caja, en cuyo caso se 
deberán incluir las menciones a que se refiere el apartado 1 del artículo 61 decies de este Reglamento, siempre que se cumplan 
simultáneamente los siguientes requisitos: 
a) Que en las facturas expedidas no sea preceptiva la identificación del destinatario, conforme a lo dispuesto por el Reglamento 
por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre. 
b) Que el devengo de las operaciones documentadas se haya producido dentro de un mismo mes natural. 
Igualmente será válida la anotación de una misma factura en varios asientos correlativos cuando incluya operaciones que tributen 
a distintos tipos impositivos. 
5. (Suprimido) 
6. Igualmente, deberán anotarse por separado las facturas rectificativas a que se refiere el artículo 15 del Reglamento por el que 
se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, consignando el número, 
fecha de expedición, identificación del proveedor, base imponible, tipo impositivo y cuota. 
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Disposición final tercera. Modificación del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado 
por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo.  
Se modifica el apartado 2 del artículo 62 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el 
Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, que queda redactado de la siguiente forma:  
Artículo 62. Autoliquidación e ingreso. 
1. Los contribuyentes que estén obligados a declarar por este Impuesto, al tiempo de presentar su declaración, deberán 
determinar la deuda tributaria correspondiente e ingresarla en el lugar, forma y plazos determinados por el Ministro de Economía 
y Hacienda. 
Si, al tiempo de presentar la declaración, se hubiera solicitado la suspensión del ingreso de la totalidad o de parte de la deuda 
tributaria resultante de la autoliquidación, de acuerdo con lo establecido en el apartado 6 del artículo 97 de la Ley del Impuesto, 
se seguirá el procedimiento regulado en el mismo. 
La solicitud de suspensión se referirá al ingreso de alguna de las siguientes cuantías: 
a) A la totalidad de la deuda tributaria, cuando la misma sea igual o inferior a la devolución resultante de la autoliquidación 
presentada por el cónyuge por este mismo Impuesto. 
b) Al mismo importe que la devolución resultante de la autoliquidación presentada por el cónyuge, cuando la deuda tributaria sea 
superior. 

2. Sin perjuicio de la posibilidad de aplazamiento o 
fraccionamiento del pago prevista en el artículo 65 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y 
desarrollado en los artículos 44 y siguientes del Reglamento 
General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 
939/2005, de 29 de julio, el ingreso del importe resultante de 
la autoliquidación se podrá fraccionar, sin interés o recargo 
alguno, en dos partes: la primera, del 60 por ciento de su 
importe, en el momento de presentar la declaración, y la 
segunda, del 40 por ciento restante, en el plazo que se 
determine según lo establecido en el apartado anterior. 
 
 
 
Para disfrutar de este beneficio será necesario que la 
declaración se presente dentro del plazo establecido. No 
podrá fraccionarse, según el procedimiento establecido en el 
párrafo anterior, el ingreso de las autoliquidaciones 
complementarias. 
 

«2. Sin perjuicio de la posibilidad de aplazamiento o 
fraccionamiento del pago prevista en el artículo 65 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y 
desarrollado en los artículos 44 y siguientes del Reglamento 
General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 
939/2005, de 29 de julio, el ingreso del importe resultante de 
la autoliquidación se podrá fraccionar, sin interés o recargo 
alguno, en dos partes: la primera, del 60 por ciento de su 
importe, en el momento de presentar la declaración, y la 
segunda, del 40 por ciento restante, en el plazo que se 
determine según lo establecido en el apartado anterior. La 
falta de ingreso en plazo de la primera fracción 
determinará el inicio del periodo ejecutivo para el importe 
total autoliquidado.  
Para disfrutar de este beneficio será necesario que la 
declaración se presente dentro del plazo establecido y que 
en el mismo se hubiera ingresado el 60 por ciento de la 
deuda tributaria resultante de la autoliquidación. No podrá 
fraccionarse, según el procedimiento establecido en el 
párrafo anterior, el ingreso de las autoliquidaciones 
complementarias.».  

3. El pago de la deuda tributaria podrá realizarse mediante entrega de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español que 
estén inscritos en el Inventario General de Bienes Muebles o en el Registro General de Bienes de Interés Cultural, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.  
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Disposición final cuarta. Modificación del Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del 
Régimen Económico y Fiscal de Canarias, en las materias referentes a los incentivos fiscales en la imposición indirecta, 
la reserva para inversiones en Canarias y la Zona Especial Canaria, aprobado por Real Decreto 1758/2007, de 28 de 
diciembre.  
Se añade un artículo 50 bis al Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico 
y Fiscal de Canarias, en las materias referentes a los incentivos fiscales en la imposición indirecta, la reserva para inversiones 
en Canarias y la Zona Especial Canaria, aprobado por Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciembre, con la siguiente redacción: 
«Artículo 50 bis. Aeronaves que contribuyen a mejorar las conexiones de las Islas Canarias. A efectos de lo previsto en 
la letra a) del apartado 5 del artículo 44 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal 
de Canarias, se considerará que las aeronaves contribuyen a mejorar las conexiones de las Islas Canarias en los 
siguientes casos:  
a) Tratándose de tráfico aéreo regular, en los términos del artículo sesenta y siete de la Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre 
Navegación Aérea, cuando hayan sido utilizadas en el período impositivo para prestar servicios de transporte dentro 
del ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria o entre este y otros territorios.  
b) Tratándose de tráfico aéreo eventual o no regular, en los términos del artículo sesenta y siete de la Ley 48/1960, de 
21 de julio, sobre Navegación Aérea, cuando más del cincuenta por ciento de sus horas de vuelo en el período impositivo 
se corresponda con servicios de transporte prestados dentro del ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria o entre 
este y otros territorios. Tratándose de viajes en los que la aeronave haga escala, se computará la totalidad de las horas 
de vuelo incluyendo el tramo realizado sin origen ni destino en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria, siempre 
y cuando el billete se refiera a la totalidad de un viaje con origen o destino en dicho ámbito.». Disposición final quinta. 
Título competencial. Este real decreto se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.14.ª de la Constitución 
Española, que atribuye al Estado la competencia en materia de Hacienda general. Disposición final sexta. Autorización 
a la persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública. Se autoriza a la persona titular del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública para dictar las disposiciones necesarias para la aplicación de este real decreto. Disposición 
final séptima. Entrada en vigor. Este real decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado» 
 


